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SEÑORA PRESIDENTA (Argimón).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente da la bienvenida al arquitecto Saúl Irureta Saralegui, 
Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, al doctor Oscar Brum de Mello, 
Subsecretario de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y al ingeniero Martín Etcheverry, 
asesor. 


El orden del día para esta sesión, que fuera trasladado al señor Ministro tiene dos ejes temáticos 
fundamentales. En primer lugar, continuar el trabajo de la Comisión en cuanto al seguimiento de las políticas 
que como país tenemos con respecto a los recursos hídricos, concretamente lo referido a la renegociación del 
contrato entre OSE y Uragua S.A. y sus consecuencias sanitarias, ambientales y económicas. También nos 
interesa conocer -así nos lo trasladó la bancada del Encuentro Progresista y legisladores del Partido Nacional- 
la política a seguir respecto al abastecimiento de agua potable y a la protección de nuestros recursos hídricos. 
En la última reunión de esta Comisión con el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto se nos 
dijo que quien fija la política de recursos hídricos en general y del agua potable en particular es el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


En segundo término, queremos avanzar en temas concretos referentes a vivienda. En su momento, el 
Parlamento a instancias de las autoridades de entonces votó un Plan Nacional de Vivienda. En su primera 
comparecencia en la Comisión el señor Ministro nos manifestó que existían dificultades relacionadas con la 
situación del país. Durante el mes de enero, el señor Ministro hizo manifestaciones públicas en cuanto a las 
dificultades de la ejecución en materia de planes de vivienda y a que tenían que ver con que se recibieran 
partidas del Ministerio de Economía y Finanzas. Legisladores del Partido Nacional estuvimos reunidos 
evaluando esta situación. 


SEÑORA BARREIRO.- Por supuesto que la situación de Uragua S.A le interesa a la bancada del Encuentro 
Progresista, pero nos preocupa la política de recursos hídricos del Ministerio en general. En ese sentido, me 
preocupa que no hayan venido representantes de la Dirección Nacional de Medio Ambiente para encarar ese 
tema, máxime teniendo en cuenta lo que ha sucedido con la empresa DIROX S.A., que fue cerrada 
preventivamente y que está encima del acuífero Raigón que es muy importante en términos de recursos 
hídricos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tenemos noticias de que en la Comisión Permanente se va a tratar el tema de la 
empresa DIROX S.A. a raíz de una invitación que cursara el señor Diputado Chápper. La Comisión tuvo un 
rol especial en este problema. Como es de estilo en las Comisiones parlamentarias escuchó a todas las partes 
y realmente nos provocó mucha sorpresa esta medida en pleno receso. De todas maneras, nos enteraremos 
oficialmente de lo que suceda en cuanto a este tema en el ámbito parlamentario, a través de los caminos 
correspondientes. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Tal vez 
tenemos un pequeño desencuentro en lo que tiene que ver con el motivo de la citación. El texto de la 
invitación dice: "Motiva esta invitación, querer conocer por vuestro intermedio la renegociación del contrato 
entre OSE y la empresa Uragua S.A. y sus consecuencias sanitarias, ambientales y económicas". Vinimos 
preparados para exponer sobre este tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El texto de la citación continúa: "Además de la política a seguir respecto al 
abastecimiento de agua potable y a la protección de nuestros recursos hídricos". 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Interpretamos que el "además" estaba centrado en lo otro. De todas maneras, en lo que esté a nuestro alcance 
podemos conversar de esto y lo que queden como carencias lo acercaremos posteriormente a la Comisión. 


En lo que tiene que ver concretamente con la negociación del contrato con la empresa Uragua S.A. voy a ser 
muy breve, simplemente dando el marco de situación de nuestra actitud frente al tema. 


Los antecedentes fundamentales son conocidos por la Comisión. Se otorgó la concesión a la empresa el 1” de 
agosto de 2000. En junio de 2002, los responsables de la concesionaria plantearon al entonces Ministro de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, ingeniero Cat, que las condiciones económicas del 
país se habían modificado sustancialmente con respecto al momento en que se planteó la concesión. En ese 
momento comenzó una negociación en la cual intervinieron el Directorio de OSE, el entonces Ministro de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, el Ministro de Economía y Finanzas y la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. En lo que respecta a nuestro Ministerio, participó el ingeniero Cat, quien expuso 
claramente su punto de vista en la prensa. Días atrás tuvo la deferencia de visitarme en el Ministerio y le 
mencioné sus declaraciones y que compartía su punto de vista. 


Esta negociación tuvo un trámite anterior a que asumiéramos la Cartera, a mediados de noviembre. En ese 
momento ya habían culminado y existía un proyecto de modificación del convenio que había sido elaborado 
por OSE. En ese momento, se planteó el tema en la opinión pública y el contrato, como estaba establecido, 
pasó al Tribunal de Cuentas y su vigencia quedó supeditada a una resolución del Poder Ejecutivo. 


En estos días ya fue nominada y comienza a actuar la URSEA y en función de estos antecedentes y habiendo 
participado el anterior Ministro con criterios que compartía en la modificación del contrato -en lo personal, 
nunca vi el expediente porque no ha pasado por el Ministerio-, entendimos de orden aguardar el 
pronunciamiento del Tribunal de Cuentas y recién entonces tomar una resolución, cuando se nos requiera. 
Esto es lo que hemos decidido. 


Sin perjuicio de ello, hemos estudiado el tema con los elementos que están a nuestro alcance, de modo que 
estamos a lo que los señores legisladores quieran pedir como ampliación de información o quieran saber 
sobre algún punto específico. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en el marco de sus competencias 
tiene el cometido fundamental de controlar la legalidad, oportunidad y conveniencia de todos los actos de los 
Entes que están a su cargo, entre ellos la OSE. Tenemos el firme conocimiento de que esta Cartera, con su 
anterior integración con el ingeniero Cat a la cabeza, inició en junio de 2002 una serie de tratativas entre OSE 
y Uragua S.A., pidiendo además el asesoramiento -como corresponde- de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, a los efectos de destrabar una situación planteada por la empresa con dificultades económicas. 


La negociación se inicia con propuestas de Uragua S.A. respecto a cómo solucionar la situación económico 
financiera. La empresa planteaba que en 1998, cuando se proyectó la concesión y asumió los riegos 
económicos al aceptarla, la economía nacional crecía a un buen ritmo, entre un 3% y un 4% anual, con un 4% 
de inflación anual y un ritmo de devaluación mensual del 0,6%. Por supuesto, se había incorporado en el 
proyecto de la empresa el crecimiento de la actividad en el cálculo de la ecuación económica. 


Atendiendo las dificultades públicas que se empiezan a producir ya en el año 2000 y que se acentúan en el 
2002, en setiembre de ese año Uragua S.A. solicita en una primera instancia algunas modificaciones 
importantes tales como el retraso de obras en un promedio de tres a cinco años, reducción de la tasa 
regulatoria del 2% al 2/000, modificación del cálculo de actualización tarifaria y a partir del sexto año de la 
concesión la incorporación en el canon de la variación de los índices de los componentes de costos desde el 
2001, lo que para ellos implicaba mantener los índices de ganancia al final del período. También planteó 
mantener hasta por 15 años el pago de los primeros diez años del canon en dólares y a partir del año once 
calcularlo como el 15% de los ingresos netos. Además, solicitaba el alargamiento de la concesión en diez 
años adicionales. 


A partir de allí se iniciaron muchas tratativas. El Ministerio no aceptó -así nos lo confirmó el ex Ministro- 
ninguna de las propuestas; obviamente, OSE tampoco y tampoco así fue asesorado por la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. ¿Por qué? Porque estas propuestas significaban una modificación del contrato 
de concesión, lo que llevó a abordar este tema a través de una comisión especial con técnicos del Ministerio, 
de OSE y de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que analizaron todos los parámetros posibles. Allí se 
consideraron las proyecciones efectuadas al momento de la concesión con las expectativas de venta anuales 
en metros cúbicos y se analizaron todas las diferencias en el nivel de ventas y el ingreso, y también la 
incidencia de las dificultades económicas respecto al pago del canon y a las garantías ofrecidas. 


Es por ese motivo que esa comisión, con el conocimiento del Ministerio, la intervención directa de OSE y el 
asesoramiento de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, llega a la conclusión de que era necesario 
mantener el servicio de suministro de agua tal y como estaba planteado en la concesión y no realizar 
modificaciones sustanciales en el contrato, motivo por el cual no se cambia el monto del canon ni la garantía 
de mantenimiento del contrato. 


¿Por qué el Ministerio, OSE y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto decidieron llegar a determinada 
solución? En primer lugar por cuestiones contractuales. En la cláusula quinta del contrato de concesión a 
Uragua S.A. se incluye como parte integrante el pliego de condiciones que rigió la Licitación Pública 

N* 1.131, cuyo artículo 6.2.1.3.3 refiere a la rescisión por caso fortuito y fuerza mayor, y prevé la rescisión 
del contrato y eventualmente la renegociación del mismo en el caso de que ambas partes asuman 
equitativamente las consecuencias del caso fortuito o la fuerza mayor invocada. 


Asimismo, el artículo 3.3.4.2.2 de dicho contrato establece que la concesión está basada en el principio de 
riesgo empresarial o riesgo empresario que ilustra sobre la intención y espíritu de las partes al suscribir el 
pliego. Se refiere a la invocación de cambios en las condiciones del mercado de bienes o servicios 
comprometidos en la concesión, en tanto fueron originados en decisiones expresas de la autoridad pública u 
otros factores ajenos a la decisión del concesionario. 


A estas consideraciones de orden contractual que son ley entre las partes deben sumarse principios 
contractuales de nuestro Derecho que rigen la concesión. Estos criterios son avalados doctrinariamente y, por 
supuesto, también avalan una eventual modificación aunque no sustancial del contrato. Sayagués Laso, en 


"Tratado de Derecho Administrativo", expresa que cuando el cambio en las condiciones económicas afecta la 
ecuación económico-financiera de la concesión, es indispensable buscar el modo de mantener ésta por cuanto 
constituye el elemento contractual básico para las partes. En el mismo sentido opinan el doctor Carlos 
Delpiazzo en "Manual de Contratación Administrativa" y el doctor Augusto Durán Martínez en "Ejecución de 
los Contratos Administrativos". 


Así se llega a un acuerdo, a un proyecto de contrato que se firma el 20 de diciembre de 2002 con el objetivo 
de dar continuidad a la prestación de los servicios públicos confiados en su momento por OSE a la empresa 
Uragua, ya que existe un interés público de continuar la concesión en tanto OSE no se encuentra en 
condiciones de cumplir presupuestalmente con las obligaciones del pliego; más allá de que pueda encontrarse 
en condiciones de manejar operativamente la situación y el suministro de agua, no así de dar continuidad en 
las obras. 


Básicamente, en dicho contrato se establece la modificación de los instrumentos de pago del canon así como 
también de la garantía del fiel cumplimiento del contrato. Nuestra posición actual -así también lo entendió el 
Ministerio en su momento- es que esas modificaciones dispuestas fueron las posibles y las que desde el Poder 
Ejecutivo se pueden eventualmente aceptar. Y digo "eventualmente" porque todavía ese contrato tiene 
carácter de proyecto. En este momento -y es básico puntualizarlo- se encuentra en trámite el expediente en el 
Tribunal de Cuentas; están corriendo los quince días hábiles que tiene el asesor del Tribunal para expedirse. 
Luego rige otro resorte que es la eventual aprobación o no por parte del Poder Ejecutivo. Es decir que 
nosotros todavía no hemos intervenido en forma administrativa, resolviendo o no la cuestión. Esto está 
dispuesto en el propio contrato como condición resolutoria. 


En cuanto al canon, se establece que solo las veinticuatro cuotas correspondientes a los años 2002 y 2003 
serán pagas por la empresa con títulos de deuda pública en dólares por valor nominal, cuyo vencimiento no 
podrá ser superior a seis meses. 


Respecto a la garantía del fiel cumplimiento del contrato, tampoco se modifica el canon en dólares 
americanos, cuyo monto de US$ 20:000.000 no cambia y se pagará con títulos a cinco años. 


Es importante destacar que se llegó a una sustitución del medio de pago del canon y de la garantía pero no así 
del monto, del plazo ni del objeto del contrato. Todas estas cuestiones pueden ser resueltas por OSE en forma 
directa, lo cual es avalado -lo fue en su momento- por el Poder Ejecutivo cuyo contralor de legalidad, 
oportunidad y conveniencia se hizo completamente en el marco de sus competencias. 


Respecto al medio de pago utilizado -y que fue en principio aceptado como expresión de buena voluntad por 
la empresa Uragua al firmar ese proyecto de contrato-, decimos que no es caprichoso en tanto está autorizado 
con carácter general por el artículo 55 del TOCAF donde se admiten una serie de medios de pago como los 
valores públicos o equivalentes. En ese sentido, el Poder Ejecutivo ha sido consecuente con su accionar en 
tanto acepta esos títulos de deuda pública como pago por parte de los deudores. Por lo tanto, es natural que 
también los acepte respecto de la empresa Uragua. 


Por último se dispuso modificar la tasa regulatoria llevándose del 2% al 2%o de la facturación del 
concesionario. Entendemos que a ese respecto no existe legalmente, en cuanto a oportunidad y conveniencia, 
ningún inconveniente en tanto se regula contractualmente lo que fue dispuesto y resuelto por la ley días antes 
del 20 de diciembre de 2003, en oportunidad de la creación de la URSEA por la Ley N* 17.598 de 13 de 
diciembre de 2002. En dicha ley, como se sabe, la tasa regulatoria se modifica y pasa del 2% al 2%o a favor 
de la URSEA. 


Lo que se hizo en el contrato del 20 de diciembre fue adecuar contractualmente lo que ya había sido resuelto 
por ley. Si bien contractualmente la tasa es del 2%, el principio de relatividad del contrato implica que nadie 
tiene injerencia en el ámbito contractual y que un contrato solo puede ser modificado por las partes o por la 
ley. Es por ese motivo que la tasa se asimiló dentro del contrato a lo que expresaba la ley. 


Como dije al principio, el contrato suscrito con fecha 20 de diciembre tiene como complemento 
administrativo la Resolución de OSE N* 1.287/02, donde el Directorio resuelve aprobar el proyecto de 
contrato y se dispone remitir las presentes actuaciones al Tribunal de Cuenta de la República y luego al Poder 
Ejecutivo. Tampoco allí el Ministerio encontró ningún tipo de dificultad desde el punto de vista formal ni 
legal; tanto es así que actualmente el expediente se encuentra en trámite dentro del Tribunal de Cuentas. En 


esa instancia OSE agregó informes adicionales respecto de la conveniencia de esa modificación y también el 
Poder Ejecutivo a través del asesoramiento de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


Entendemos que el Tribunal de Cuentas, con integrantes que representan a todos los partidos políticos, en 
este momento tiene la palabra y allí estaremos a lo que se disponga por mayoría. Si el Tribunal de Cuentas 
entiende que hay objeciones que eventualmente, en aras de la continuidad del contrato y del servicio, se 
puedan levantar, allí estaremos, asesorando y controlando su legalidad; si no fuera posible, entendemos que 
el Poder Ejecutivo hasta allí puede llegar, no mucho más, porque también las modificaciones introducidas 
son accesorias y no sustanciales. De esta manera, habremos quedado con la conciencia tranquila de haber 
cumplido con nuestra responsabilidad, de haber tratado de resolver un problema, no entre terceros sino donde 
el Estado es parte y es nuestra responsabilidad hacerlo. 


SEÑORA BARREIRO.- Me preocupa un tema relacionado con esta renegociación que ya lo planteamos 
cuando vino el Directorio de OSE y el contador Davrieux. En esta renegociación no se hace ninguna mención 
al cronograma de obras. El Presidente de OSE en sus reiteradas concurrencias a esta Comisión manifestó que, 
efectivamente, el cronograma de obras está totalmente atrasado. Por lo tanto, desde mi punto de vista acá se 
está incumpliendo el contrato. 


Tengo entendido que la razón por la que se otorgó a una empresa privada el servicio de abastecimiento de 
agua potable en Maldonado era para hacer las obras que OSE no estaba en condiciones de llevar a cabo, es 
decir, las de saneamiento. El Directorio de OSE nos dejó todos los documentos correspondientes, donde se 
constata que todas las obras están atrasadas, por lo que no entiendo por qué no se considera incumplimiento. 


Creo que acá solo se está analizando la ecuación económico-financiera, como lo planteó la empresa, pero el 
control que debemos hacer como Estado es global, no reparar en si la empresa gana o pierde sino si está 
cumpliendo con el servicio al que se comprometió. 


Además, esto tiene mucho que ver con el tema de fondo al que me referí al principio, es decir, que el 
Ministerio, en cuanto al recurso hídrico, controla la calidad, por lo que el atraso en las obras está muy 
vinculado también con la calidad de los recursos hídricos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Es probable que el tema de las obras haya sido planteado, dentro de una eventual modificación del contrato. 
Efectivamente, así fue planteado por Uragua y no fue aceptado por OSE, independiente de la eventualidad de 
un incumplimiento. 


Por ese motivo, el contrato está como está y así lo asumimos nosotros en el contralor. La ejecución de las 
obras es un tema independiente y en su momento habrá oportunidad de discutirlo. Nosotros tenemos la 
obligación de entender el contrato tal como está planteado. Un contrato siempre es mejorable en todos sus 
aspectos; este fue en lo posible, ya que por parte de OSE, que actuó directamente, no tuvo la voluntad de 
incluir la negociación de la construcción de las obras. 


Por este motivo, es un tema pendiente y si existiera un incumplimiento y si la voluntad de OSE en su 
momento fuera llevar adelante los procedimientos, así se hará, no está impedido ni modificado. 


(Se autoriza al señor Representante Pérez Morad a hacer uso de la palabra) 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Quiero saber si en las modificaciones al contrato que fueron firmadas en 
principio por OSE por mayoría, está incluido el retraso en el cronograma preestablecido en el primer contrato 
relacionado con las obras que debe realizar la empresa o está excluido. Tengo entendido que la empresa 
aspiraba a plantear este tema, pero quiero saber si definitivamente OSE acepta este retraso en el plan de 
obras. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
En el Ministerio sabemos que el tema fue planteado oportunamente por Uragua en su momento y el 
Directorio de OSE no resolvió en ningún momento incluirlo dentro de las modificaciones del contrato, 
motivo por el cual entiendo que ahora está excluida de esa discusión la eventual modificación del 
cronograma de obras. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Quienes defienden las concesiones de estos servicios esenciales argumentan que 
esto se hace para que se lleven adelante las obras que no puede realizar el Estado por no tener los recursos. 
Sin embargo, curiosamente, esta empresa, a dos años de la concesión, tenía que culminar tres obras: el 
interceptor Bulevar Artigas, la estación de bombeo Tacuarembó y el interceptor Península de Punta del Este. 
El interceptor Bulevar Artigas lleva un 50% de avance físico; se colocaron 2.024 metros de un total de 4.055 
y actualmente la obra está detenida, más precisamente desde julio de 2002. Por su parte, la estación de 
bombeo Tacuarembó está en ejecución, recién en la etapa de hormigón armado; eso lo hemos constatado. Por 
último, el interceptor Península de Punta del Este todavía está a la espera de la autorización del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente respecto a la futura de pretratamiento de Punta de 
Salinas y al emisor submarino. Ambas obras están íntimamente vinculadas. En el ínterin de las negociaciones 
Uragua está analizando inclusive la viabilidad técnico-económica de implementar un cambio en el proyecto 
ejecutivo inicial mediante la construcción de un micro túnel en vez del colector por la costa este de la 
península. 


Siempre nos llamó la atención que esta empresa, que a dos años de la concesión tenía que culminar tres 
obras, no haya concluido ninguna. 


Por tanto, habiendo un incumplimiento claro y contundente, reconocido por el Directorio de OSE, y teniendo 
en cuenta las regalías que se están haciendo en el cambio de contrato, preocupa el hecho de que realmente se 
pueda cumplir con las obras preestablecidas. Adviértase que la población de Maldonado está padeciendo ese 
y otros incumplimientos de normas básicas por parte de esta empresa -sobre los que eventualmente podemos 
conversar-, que están directamente relacionados con la salud pública. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Precisamente, en virtud de la situación de los habitantes de Maldonado, se llegó a esta primera solución 
desde el punto de vista financiero. Las actuales autoridades del Ministerio -también las del equipo anterior y 
el señor Ministro de Economía y Finanzas- entendemos que no se trata de una regalía. Obviamente, 
habríamos querido que la empresa hubiese cumplido con el canon en moneda corriente. Pero esta fue la única 
solución que encontramos, ante la disyuntiva de continuar con el servicio o cerrarlo. 


Precisamente, tengo conocimiento de que OSE está discutiendo la continuidad de las obras y el 
incumplimiento por parte de la empresa; no sé adónde se ha llegado. Creo que OSE es el ente indicado para 
formularle esa pregunta, por cuanto es el que se encarga directamente de las negociaciones. 


SEÑOR PÉREZ (don Darío).- Entendemos perfectamente que esto que les está tocando a ustedes es una 
herencia y, en verdad, es difícil defender algunas herencias. 


En realidad, lo sustancial que existe atrás de esta situación es una concepción por parte del Poder Ejecutivo 
con referencia a las concesiones, a las privatizaciones. Con los compañeros de la Comisión hemos seguido 
muy de cerca este tema y nos quedó claro que, de alguna manera, OSE fue "bypasseada", porque se le hizo 
un puente. Esto se negoció entre el Poder Ejecutivo, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y Uragua; de 
alguna me manera, durante mucho tiempo el Directorio de OSE fue "ninguneado", a pesar de ser el que 
debería haber tratado este asunto. 


Consideramos que hubo un tratamiento preferencial por parte del Poder Ejecutivo hacia esta concesionaria; 
desde la visión del Gobierno, era muy difícil hacer caer una concesión, a pesar de todos los incumplimientos 
de la empresa Uragua en el departamento de Maldonado, tanto desde el punto de vista del atraso de las obras 
como del tipo de agua que está sirviendo. Como este Gobierno quiere seguir adelante con privatizaciones o 
con concesiones en otras zonas del país -ojalá que no lleguen a destino- era muy difícil que hiciera caer a esta 
concesión. El contador Davrieux nos habló del interés del Estado en proteger las inversiones y a mí, en forma 
un poco vulgar, me da ganas de decir: "minga las inversiones" porque, en realidad, el problema que tiene esta 
empresa es que no puede recaudar y por ello no puede hacer las obras; y para eso, mejor que siga OSE. ¿Pero 
qué está detrás de esto? La filosofía del Gobierno en cuanto a mantener esa concesión. 


El señor Subsecretario habló de que la OPP, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y la OSE formaron un grupo de estudio. En realidad, me parece que fue "por la galería", porque a 
OSE se le siguió pasando por arriba. No quiero dudar de las palabras del señor Amaro o de otros integrantes 
del Directorio de OSE, quienes se manifestaron claramente en esta Comisión. 


Entonces, decir que se tenía que hacer la concesión, porque no se podía asegurar la continuidad de las obras 
por parte de OSE, es absolutamente relativo, porque la empresa tampoco está haciéndolo. La diferencia es 
que OSE se está perdiendo un importante volumen de ingreso que entraba a través del departamento de 
Maldonado. 


Como se comprenderá, estas son constancias que queremos dejar. No les pedimos que estén de acuerdo con 
nosotros, pero es lo que pensamos con respecto a este asunto. 


Aquí hay un claro perjuicio para el ente; quisiera saber cuánto van a valer realmente los bonos cuando OSE 
los vaya a cobrar. En definitiva, detrás de todo esto, en sustancia existe una teoría del Poder Ejecutivo y del 
Gobierno por la que se pretende seguir adelante con concesiones, por lo que no era un buen mensaje que 
cayera esta concesión de OSE. Digo esto porque con los brillantes abogados y asesores que tienen en todos 
estos lugares, tanto OSE como el Ministerio muy difícilmente se habrán podido salir en un punto o en una 
coma del contrato de la concesión. También es difícil que hayan manejado algo en forma inconstitucional. 


Entonces, creo que lo que existe es una opinión sobre cómo se deben llevar adelante las cosas en el país lo 
que, en el departamento de Maldonado, se manifiesta a través de Uragua. Nosotros discrepamos con esto y 
lamentamos que este nuevo Ministro, que nos ha causado buena impresión por una cantidad de actos que está 
realizando, tenga que comerse esta pastilla. 


(Se autoriza al señor Representante Rossi a hacer uso de la palabra) 


SEÑOR ROSSLI.- Hemos estado conversando sobre este tema en más de una oportunidad. El Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente cambió sus titulares pero, en realidad, no cambió la 
función; y como decía el colega Diputado Pérez, las personas que hoy están al frente de este Ministerio, 
heredaron un proceso que no está vinculado exclusivamente con el contrato, sino con el desarrollo y la 
aplicación de una concesión por la que se otorga a Uragua el suministro del agua potable y los servicios de 
saneamiento para la población de toda una zona de Maldonado. 


El tema de la calidad del agua tiene antecedentes, algunos de ellos relativamente recientes, que fueron muy 
polémicos. Aquí está en juego la responsabilidad de controlar la calidad de los servicios y del agua, teniendo 
en cuenta las consecuencias que esto tiene, en este caso particular, para la población de Maldonado. 
Inclusive, la polémica -seguramente, ustedes están enterados, pero si no, vale la pena que se hagan de esos 
antecedentes- trascendió de tal forma que cuestionó la calidad del agua en todo el país, porque en la discusión 
sobre si en Maldonado el agua era potable o no, se puso en juego la credibilidad sobre si el servicio de agua 
potable en el Uruguay era o no conveniente, estaba al mismo nivel, mejor o peor que en Maldonado. Para 
esto, por medio de una resolución del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente - 
no sé si del Poder Ejecutivo o del Ministerio en particular- se creó una comisión, es decir, se formó un equipo 
integrado por representantes de distintos Ministerios y del Directorio de OSE para analizar, investigar y sacar 
conclusiones sobre este tema. 


A pesar de que en su oportunidad se llamó a Comisión al Directorio de OSE y en otras oportunidades al 
responsable del Ministerio, hasta el momento no tenemos noticias de en qué culminó esa investigación, quién 
tenía razón, si está contaminada toda el agua del país o si solamente eran irregularidades que se dieron en 
Maldonado. Es más; la información antes nos fluía naturalmente y desde entonces se ve que se han tomado 
precauciones para que ahora sea más difícil saber los resultados de los análisis de laboratorio, que supongo se 
siguen haciendo por parte de los institutos y que deben estar en alguna unidad de monitoreo que todavía no 
hemos podido identificar. Por lo tanto, no tenemos esa información y nos gustaría contar con ella porque hace 
a lo trascendente; no hace a lo particular de un contrato sino a lo trascendente: ¿cuál es la calidad del agua en 
Maldonado y en el país? 


Además, también en forma previa a esa resolución del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, hubo una resolución sorprendente del Ministerio de Salud Pública que incluía en una 
comisión de seguimiento al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -no sé si con 
su aval, con su conocimiento o no-, pero excluía al Directorio de OSE e incluía a la empresa particular que 
tenía la responsabilidad de suministro de agua solo en Maldonado, no en el resto del país. Fue una resolución 
sorprendente y no escuché en ningún lado, ni vi publicado, ni nadie aquí informó al respecto. Yo le pido al 
señor Ministro -porque es de su jurisdicción- que me responda hoy si esa resolución está vigente y, si no lo 
está, quién la anuló y qué resolución la anuló. Quiero saber el resultado de la resolución que tomó el 


Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para integrar una comisión de 
seguimiento y qué pasó con la otra resolución que nos sorprendió a todos y que no sabemos en qué terminó. 


Nosotros no estamos discutiendo la legalidad de la renegociación del contrato; es un tema complejo, es un 
tema de especialistas. El señor Subsecretario abundó en una serie de consideraciones. Nosotros no somos 
especialistas, tendríamos que recurrir a asesores que se dedicaran a ver en detalle todo eso, pero no es el tema 
trascendente. Para nosotros lo que importa es la conveniencia y, además, tener certeza en cuanto a los 
criterios con los que se ha manejado y se va a seguir manejando un tema de enorme sensibilidad. 


En ese sentido, sinceramente, quiero aprovechar la oportunidad para que no queden dudas. Yo no he 
escuchado que las palabras del señor Ministro hoy expresadas acá -con todo el respeto y consideración que 
me merece el señor Ministro- tuvieran la misma contundencia que la información que nos dio el señor 
Subsecretario y que, inclusive, hemos visto que hizo pública. Desde luego que presumimos que hay un 
trabajo de equipo, pero a nosotros nos interesa la opinión del encargado político del Ministerio y, en ese 
sentido, queremos que quede claro que la información que acá se da por parte del Subsecretario y de todos 
los asesores es la opinión del señor Ministro y es la política que se está tomando en este sentido. 


En segundo término, se dice que el acuerdo no está confirmado porque, de alguna manera, está supeditado a 
la opinión del Tribunal de Cuentas y a que sea refrendado por el Poder Ejecutivo. Quiero saber también si se 
está aplicando y si los criterios con los que se está liquidando el canon son los criterios del acuerdo. Quiero 
saber en qué situación estamos; si se resolvieron los atrasos sobre la base de que la empresa pagó como dice 
el contrato original o porque la empresa pagó con los criterios que todavía no están confirmados, más allá de 
que esté avanzado el proceso de negociación. 


En tercer lugar, este contrato de OSE con Uragua estaba atado a un contrato -que corresponde a la Licitación 
N* 1.008- de OSE con particulares, y que significa una erogación muy importante de parte de OSE para 
amortizar obras, que en realidad fue la condición para desarrollar las actividades de suministro por parte de 
Uragua. 


A la vez, quiero saber si para lograr un equilibrio en los intereses, en los dineros del Estado, se hizo una 
negociación similar y se obtuvo un resultado similar a la renegociación del contrato de Uragua con el 
contrato de la Licitación N* 1.008 y con los acreedores particulares, porque si no, se estaría dejando igual o 
aumentando las obligaciones del Estado mientras se disminuyen los ingresos que el Estado recibe por igual 
servicio. 


En cuarto término, se dice que OSE está en condiciones técnicas -acá ya hemos tenido la opinión del 
Directorio de OSE y de sus técnicos en ese sentido- de seguir los servicios. Me pareció entender que el señor 
Subsecretario hacía referencia a dificultades presupuestales. Quiero que eso lo demuestre porque, según los 
números que yo conozco, si OSE se hiciera cargo de la recaudación de los servicios de distribución de agua 
potable, no solo no tendría menos recursos sino que tendría más recursos, podría pagar la Licitación N* 1.008 
e, Inclusive, se le incorporaría dinero a su presupuesto que hoy no recibe porque queda en la administración 
de Uragua. Entonces, me gustaría que no solo se hiciera la afirmación, sino conocer los números -nosotros 
tenemos algunos- que dicen que presupuestalmente no es conveniente. Uno puede decir: "Me parece que no 
es conveniente" o "Prefiero que no sea así", pero cuando se dice que es porque presupuestalmente no le sirve, 
hay que demostrarlo. 


Por último, me gustaría saber cómo quedan de ahora en adelante las relaciones, porque OSE jugó un papel 
importante -queremos aprovechar la oportunidad para reconocerlo- para dar ciertas garantías a los 
suministros de estos servicios a la población de Maldonado; el Directorio de OSE lo hizo con muchas 
dificultades, pero cumplió un papel importante. Sin embargo, desde la resolución del Ministerio de Salud 
Pública, la posterior resolución del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y 
luego la aprobación de la URSEA, se ha generado una situación que me gustaría -en mi ignorancia- 
aprovechar la oportunidad para que el señor Ministro me deje claro cómo juega esto, porque de lo contrario 
no sabemos ni siquiera adónde recurrir para obtener información ni para pedir responsabilidad. 


Queremos saber cómo es la cadena de relacionamiento, porque cuando decimos que acá el problema no es 
legal sino de conveniencia, es por la cadena de cosas que sucedieron. Acá hemos escuchado hasta el 
cansancio sobre el corte de agua en Piriápolis, sobre las aguas servidas a la bahía de Punta del Este, sobre el 
agua contaminada y de las observaciones que hizo OSE por el tratamiento del agua en su etapa previa a la 


distribución. Todas estos elementos son los que nos hacen llegar a la conclusión de que es inconveniente que 
Uragua, que en veinte meses acumuló esta serie de irregularidades, siga prestando el servicio. Y si a eso se le 
une la necesidad de una renegociación de las obligaciones económicas de Uragua, decimos que aún es menos 
conveniente. Además, adelanto otra cosa: el acuerdo que se anuncia y que debe confirmarse, es por los años 
2003 y 2004. Por lo tanto, de acuerdo a lo que dice el contrato, si no se está en condiciones de cumplirlo en 
los años 2003 y 2004, me parece que no hay posibilidades de que se pueda cumplir desde el 2005 en 
adelante. Entonces, como hay incumplimiento en las obras que están comprometidas y que, como bien se dijo 
acá, se están haciendo con el dinero que se recauda y no con alguna inversión ¿qué va a pasar después de 
2003 y de 2004, si llegamos al final de este período? Formulo esta pregunta porque, según la escala de 
obligaciones que está planteada, las cosas van a ser mucho peor después. 


Entonces, si vamos a tener un problema ¿por qué lo postergamos y no se asumimos hoy que la concesión 
fracasó y debemos buscar otra solución al problema? 


En ese sentido, quisiera que se brindara alguna información y se realizaran comentarios que nos permitieran 
ubicarnos mejor con respecto a este tema, que sabemos que los señores invitados han recibido como herencia 
pero, lamentablemente, las cosas son así. 


SEÑOR MÁSPOLI BIANCHLI.- En primer lugar, deseo saludar al señor Ministro y agradecerle su presencia, 
que creo dará oportunidad para consultarlo sobre algunos aspectos de tipo genérico que también motivaron la 
invitación, como el abastecimiento de agua potable y la protección de nuestros recursos hídricos. Pero me 
voy a expedir sobre esos temas al final de mi exposición. 


En principio, no iba a hacer uso de la palabra para referirme al tema en consideración, pero como se vuelven 
a reiterar numerosas opiniones de tipo ideológico y se vuelven a realizar exposiciones relativas a lo que se 
piensa sobre la concesión y no sobre el motivo específico que motivó la concurrencia del Ministro, voy a 
cansar a los colegas y al señor Ministro, porque también voy a dar mi opinión al respecto. 


El señor Diputado Darío Pérez, en la forma muy leal, honesta y franca que lo caracteriza, expone una vez 
más su opinión en contra de la concesión. Sin duda, su posición es más que conocida y ha sido sostenida 
consistentemente a lo largo de todo este tiempo. Como dije, lo ha hecho con honestidad y franqueza, y la 
franqueza lo lleva a utilizar algunas expresiones que son claras del debate que se ha planteado aquí una vez 
más. El señor Diputado habla de hacer caer la concesión y que es muy difícil. Pero esa es la voluntad; a 
confesión de parte, la intención es hacer la concesión. Más allá de los aspectos del manejo del contrato, de los 
servicios y la realización de las obras, hacer caer la concesión es muy difícil. O sea que hay una definición 
muy clara y yo me ajusto a ella. 


Con respecto al otro tema, creo que OSE ha dado claras explicaciones sobre las competencias jurídicas, las 
posibilidades de modificación del contrato, lo que significaban esas pequeñas modificaciones, y sobre que la 
decisión que se tomó al respecto fue del Presidente Amaro. Creo que nadie puede desconfiar de ello, debido a 
la personalidad del señor Presidente de OSE; la decisión la tomó él, ya que no refrendaría una orden de este 
tipo sin estar consciente de lo que está haciendo. Por lo tanto, todo el anecdotario de cómo se llegó a ello, si 
fue el ingeniero Cat quien lo inspiró y cómo lo inició, forma parte de las negociaciones que razonablemente 
se realizan en este tipo de caso. Pero lo sustancial, en definitiva, es lo que está en curso y está "ad 
referendum" del Tribunal de Cuentas; creo que eso es lo que importa. 


Asimismo, se vuelve a insistir sobre una cuestión que creo está errada porque el proyecto de modificación es 
bien claro. OSE toma los bonos a su valor nominal, es decir, por lo que valgan. Ojalá valgan más que su valor 
nominal, lo cual significará que el país se habrá recuperado y estaremos mejor. De todos modos, lo que le va 
a tocar a OSE es el valor nominal; esa es la clara definición que fue dada. El valor nominal es el que figura en 
el proyecto de modificación, y hasta que no suceda algo en contrario solo se pueden hacer suposiciones. En 
ese sentido, creo que no hay mucho más para abundar. 


Por otro lado, el nivel de las inversiones también fue demostrado y explicado claramente. Si bien podría ser 
abundado con más datos, el nivel de inversiones de la empresa concesionaria tuvo un grado absolutamente 
superior a las posibilidades de inversión que tiene OSE actualmente. Esto lo digo con pena porque todos 
saben el cariño y el afecto que siento por esta empresa, que creo que de las que brindan servicios públicos - 
quizás sea la hermana menor- es la de mayor destaque a nivel nacional. 


Por otra parte, las responsabilidades en cuanto a la calidad del agua han sido permanentemente debatidas, y 
como antecedente, traerlo una vez más -se puede hacer porque está en la libertad de cada uno- es insistir 
nuevamente sobre lo mismo. Creo que OSE ha dado pruebas claras de un seguimiento permanente y 
constante. Cuando tuvo que actuar, lo ha hecho y lo continúa haciendo. Esa suposición maquiavélica de que 
ahora los informes son reservados y están escondidos y nos es muy difícil acceder a ellos no es cierta. 
Lamento discrepar con el señor Diputado Rossi, pero los informes son públicos, están publicados y se puede 
acceder a ellos; no hay ninguna actividad de encubrimiento, ni se está tratando de tapar nada. Por lo tanto, 
deslizar esa suposición a la pasada no me parece muy ético, teniendo en cuenta la actitud que ha tenido el 
Directorio de OSE, que ha sido de transparencia y ha demostrado y jugado públicamente todas sus cartas. 


Además, se menciona nuevamente la Comisión que definió el Ministerio de Salud Pública -ya estamos a un 
año de aquel evento- como una suerte de elemento confuso. Esa fue una definición del Ministerio de Salud 
Pública. Esa Comisión no existe; el procedimiento fue redefinido a través del Poder Ejecutivo, configurando 
la Comisión que hoy está activa, integrada también con representantes de OSE. Por lo tanto, no creo que haya 
más confusión al respecto y no sé por qué se planteó en el día de hoy. 


Por otro lado, se habla de la renegociación de la Licitación N* 1008. Las obras que se llevaron a cabo a través 
de esta licitación ya están terminadas. Por lo tanto, renegociar algo que ya está liquidado me parece bastante 
difícil. Yo desearía que se pudiera hacer, pero creo que para el negociador que le toque hacerlo va a ser 
complicado; rediscutir el precio de algo construido y terminado es muy difícil. Ojalá que se pueda hacer, 
porque al Estado uruguayo y a OSE le vendría muy bien pero, reitero, me parece muy difícil. 


Lo que se está discutiendo ahora es distinto, porque se trata de una concesión en curso, en ejecución. En este 
caso las partes pueden buscar distintas mejoras y, en definitiva, será la conclusión de todo esto. 


La cadena de relacionamiento, que fue otro de los elementos mencionados, creo que también está vinculada a 
todo esto. Sin duda, hay una clara responsabilidad del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente y una responsabilidad directa y principal de OSE, que es la empresa que la ha ejecutado. 
Las decisiones, más allá de las discusiones de los contratos, de los precontratos y de las intenciones de 
modificación y demás, son solamente eso. Lo que efectivamente tenemos hoy es lo que está en el Tribunal de 
Cuentas y es sobre lo que nos podemos expresar. Las intenciones de la empresa seguramente sean mejorar lo 
más posible su perspectiva y condición. Las intenciones de OSE, del Ministerio y del Estado seguramente 
sean tratar de ajustarse a lo que fue el contrato inicial, y en ese marco se han manejado. 


Pasando a algunas cuestiones de orden general que también involucran a los recursos hídricos, quiero 
expresar que al tomarnos algunos días de licencia tuvimos la oportunidad de recorrer Montevideo y algunas 
de sus playas. Vimos con real espanto el grado de contaminación que ellas tienen, sobre lo que, seguramente, 
los uruguayos -concretamente los montevideanos- tengan su responsabilidad. Recorriendo las playas de 
Montevideo vimos un grado realmente alarmante de residuos, de mugre, de porquerías, de gallinas muertas y 
de todo lo que a uno se le pueda ocurrir. 


También hemos recorrido algunos de los principales arroyos que fluyen hacia el Río de la Plata como el 
Pantanoso, el Miguelete y el Carrasco. Hemos notado con sorpresa que aquellos lindos aspersores o 
regadores que había en algunos de nuestros arroyos, ya no existen, sin que se llegara a ninguna conclusión 
sobre si servían o no para algo. Me refiero a los que se colocaron durante la primera Administración del 
doctor Vázquez, entre 1990 y 1995. La actual Administración está en el Gobierno Departamental desde hace 
trece años. En ese sentido, nos interesa saber cuáles son las competencias del Ministerio y cuáles las de la 
Intendencia sobre estos recursos y estas vías tan importantes para el departamento que están absolutamente 
colapsadas, contaminadas. No vemos que haya un proyecto a corto, a mediano ni a largo plazo, más allá de 
recordar algunas expresiones de tiempo atrás sobre la contaminación de estos arroyos sobre la que nada se ha 
hecho. Quisiera saber si es el Ministerio o el Gobierno Departamental el que tiene responsabilidad sobre 
estos recursos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero aclarar a nuestros visitantes -es la primera vez que el señor Ministro de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente concurre a una sesión de estas características de la 
Comisión- que permitimos una suerte de debate entre los integrantes de la Comisión. Está siendo muy común 
que los planteamientos de algunos legisladores sean contestados por los propios Diputados, cuando en 
realidad deberían ser los invitados quienes respondieran. 


Por alguna razón decidimos invitar al señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y a sus asesores -por suerte han podido acudir a esta sesión- y hemos determinado el orden del día. 
En ese sentido, me parece importante abocarnos a trabajar en esos temas. 


El motivo de la invitación fue una aseveración muy clara, que tiene que ver con una preocupación sistemática 
de todos los integrantes de la Comisión, en cuanto a los recursos hídricos. Con respecto a la empresa Uragua, 
queremos expresar nuestra preocupación sobre el tema. En la última comparecencia del Director de 
Planeamiento y Presupuesto este expresó claramente que la política en lo relativo al agua potable la 
determina el Poder Ejecutivo a través del Ministerio y que OSE es su organismo ejecutor. 


Una de las preocupaciones que tenemos es qué políticas estamos desarrollando ante un recurso natural que 
los integrantes de la Comisión consideramos tiene una prioridad que no se le está dando. Además, hemos 
notado una falta de coordinación entre los organismos específicos que tienen competencia en el tema. 


En cuanto a la empresa Uragua -que es el centro del tema-, hemos tratado de invitar a la Comisión a todos los 
actores que tuvieron que ver con el asunto, a todas las autoridades que participaron, aunque sabemos que 
existieron algunos cambios en el recorrido. En definitiva, nos interesa saber qué va a pasar de ahora en más, 
independientemente de la posición que tengamos desde el punto de vista filosófico sobre las concesiones en 
general. A veces sucede que en lo departamental tenemos un discurso y en lo nacional otro. Reitero que me 
parece importante saber qué va a pasar de ahora en más. 


A los efectos de que conste en la versión taquigráfica quiero decir que soy muy respetuosa de la visión que 
cada Diputado tiene sobre su departamento. Inclusive, respeto mucho cómo se nos traslada la opinión de 
quien vive y siente en su comunidad el tema. Yo, que no soy Gobierno ni en lo nacional ni en lo 
departamental ni me sentí nunca gobierno en nada, y que trabajo en diversos temas en algunas oportunidades 
en coordinación con el Gobierno Nacional y en otras con los Gobiernos Departamentales, pido que se me 
respete en tanto Diputada montevideana. Como he tenido la suerte de trasladarme a varios departamentos que 
tienen costa, voy a reservar para otra oportunidad en que no tengamos invitados, mi visión -y aquí hablo 
como Presidenta de la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente- sobre lo que las 
Administraciones han hecho sobre la preservación y la higiene de nuestras costas. Así como soy muy 
respetuosa de la visión que tiene cada Diputado sobre su departamento -en el juego natural que el ser político 
tiene al ser oposición u oficialista-, creo que también debemos ser respetuosos del momento y de las 
opiniones de los demás, ya sea que seamos oposición u oficialismo. Creo que trasladar un punto de debate 
que no estaba previsto y que nos va a enfrentar, está fuera de toda consideración. 


SEÑORA BARREIRO. Suscribo todo lo expresado por la señora Presidenta. 


Me queda una preocupación con respecto a Uragua. En la carta -no en el proyecto de contrato que finalmente 
se hizo sino en la carta- que Uragua dirige el 11 de diciembre de 2002 al Presidente de OSE con copia al 
contador Davrieux -supongo que el Ministerio la tiene-, se expresa algo que tiene que ver con la certeza y la 
seguridad jurídica. Al final, la carta establece: "No obstante lo solicitado por Uragua en los párrafos 
anteriores" -es decir todas las pretensiones, algunas de las cuales se aceptaron y otras no- "y sometido a su 
consideración, la aplicación de las modificaciones derivadas de dicho petitorio no es suficiente para dotar a 
Uragua de una rentabilidad económico-financiera que asegure su proyecto en el largo plazo, por lo que 
estimamos necesario un compromiso mutuo para continuar analizando posibles soluciones que pudieran 
asegurar la viabilidad de la concesión". 


Esto tiene relación con lo que expresaba el señor Diputado Rossi: ¿Qué sucederá en el año 2005 y más 
adelante? Esto lo planteé en la sesión anterior, pero aún tengo esa preocupación, y me gustaría que el 
Ministerio lo tuviera presente. 


Pasando a lo macro, al tema de los recursos hídricos en general, cuando el contador Davrieux concurrió a esta 
Comisión, se emitieron determinadas consideraciones sobre la URSEA y sobre que todavía no tenemos un 
marco regulatorio del agua. En la comparecencia del 30 de diciembre, ante una pregunta mía sobre un 
proyecto de marco regulatorio que se está manejando desde hace tiempo por parte de distintos protagonistas - 
al que desconocemos totalmente-, el contador Davrieux expresó que una de las tareas a efectuar en el año 
2003 era elaborar el marco legal regulatorio de agua y saneamiento. Inclusive, estableció que esto se iba a 
hacer en el primer mes del año. Enero ya pasó y no tuvimos conocimiento de que se haya hecho algo al 
respecto. 


Al final agrega que por el momento el contenido exacto del texto no está definido, que hay un anteproyecto 
que leyó hace bastante tiempo porque fue elaborado hace más de seis meses, pero del que no puede dar 
detalles. Además dice que, como es natural, el tema será analizado fundamentalmente dentro del Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que es el órgano competente. 


Por lo tanto, pregunto al órgano competente qué opina al respecto, sobre todo si ese marco está de acuerdo 
con determinados compromisos que asumió el país; Davrieux asegura que el país cumple sus compromisos y 
está bien que lo haga, pero hay algunos en las últimas cartas de intención que espero que no se profundicen, 
que se están por firmar, que tienen que ver con la privatización del agua. 


Por otra parte, desde el 29 de agosto del año pasado se instaló una comisión -creo que está funcionando- 
integrada por el señor Ministro, que está estudiando todo el sistema de agua metropolitana, de Aguas 
Corrientes, de abastecimiento y saneamiento. Esta comisión se creó a partir de un decreto de 29 de agosto del 
año pasado. Curiosamente, el Presidente de OSE no tenía conocimiento de esta comisión hasta que nosotros 
se lo dijimos; aparentemente esta comisión estaba funcionando sin su conocimiento. 


Tengo información de que el ingeniero Castagnino, Gerente General de OSE, y un asesor, señor Scasso, están 
concurriendo asiduamente a la OPP, no sé si a esta comisión o qué están haciendo. Me gustaría si saber si el 
Ministerio tiene conocimiento al respecto y si el señor Ministro está concurriendo a esa comisión, de la cual 
formaría parte, según este decreto del 29 de agosto. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Como dijo el señor Diputado Máspoli Bianchi, yo también hubiera deseado que 
la concesión de Uragua no se hiciera, que cayera; quiero que eso quede claro. 


Creo que los recursos hídricos deben estar en manos del Estado, pero esa es otra discusión. 
Tampoco voy a profundizar en la mala gestión de la empresa concesionaria, Uragua. 
SEÑOR MÁSPOLI BIANCHI.- Yo también hubiera deseado que no se hiciera. 

SEÑORA TOPOLANSKY.- Me alegro de que estemos de acuerdo con eso. 


El fundamento que se expone para modificar el contrato es el cambio de las condiciones del país, pero esto 
afecta a todas las empresas del país, a todos los contratos, a todos los particulares; todos y todas las empresas 
estamos afectados por los contratos, por el cambio de la situación económica porque el país se derrumbó. 
Además, el Poder Ejecutivo ha repetido hasta el cansancio que los contratos no se pueden cambiar, porque 
eso generaría un montón de consecuencias. 


Entonces ¿qué antecedente generamos si el Gobierno acepta el cambio de contrato con una empresa con el 
fundamento de que la ecuación económica no cierra, porque las condiciones no son las de 1998? ¿Cómo es 
posible que después se diga a empresas, de cualquier rubro, que los contratos no se cambian? No soy 
abogada, pero con un poco de sentido común me pregunto si esto no generaría un antecedente para que 
cualquier particular recurra otros contratos. Me parece que esto constituye un aspecto muy peligroso porque 
el Estado pierde casi todas las demandas y esto podría desatar una situación caótica en el país. 


A esto debemos sumar todo lo que ya se ha dicho aquí y que comparto. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Como es la primera vez que tenemos contacto con el nuevo Ministro, queremos 
decirle que como Representantes por el departamento de Maldonado hemos planteado en varias 
oportundidades, sobre todo en la comparecencia de OSE en esta Comisión, los incumplimientos que ha 
tenido esta empresa del contrato de concesión en dos años. No sé si los conoce, pero como usuario de esta 
empresa, legislador y como vecino de Maldonado, quiero decir que esta empresa que entró en funciones en 
octubre de 2000, del 1* al 4 de enero de 2001, en plena temporada turística, dejó sin agua potable a la ciudad 
de Piriápolis, con el riesgo de salud consiguiente y el impacto claramente negativo, dentro y fuera del país, 
para la promoción turística de esta ciudad. En el contrato de concesión queda claramente establecido que en 
circunstancias de ese tipo la empresa concesionaria es la que tiene que brindar sus medios el vital elemento, 
hasta tanto se repare el daño técnico que motivó la falta de agua potable. Es por todos conocido que OSE, con 
camiones cisterna, fue quien se encargó de resolver la provisión de agua potable, por lo cual la Comisión de 


Contralor de Concesión sancionó a esta empresa por su responsabilidad, con una pena pecuniaria de 
aproximadamente US$ 50.000. 


Al mes siguiente se produce una muy importante sobrefacturación en muchos vecinos, quienes vieron 
aumentados sus consumos en un 30%, 50%, 100% y hasta un 1.000%, que fue observado en algunos casos 
puntuales, constatado por la Comisión de Contralor, que apercibió a la empresa por constatar que eran 
verdaderos los casos de sobrefacturación y que no se habían detectado pérdidas que podrían existir en los 
domicilios respectivos. 


Posteriormente, esta empresa desde diciembre de 2001 y prácticamente en todo el 2002, tuvo serias 
dificultades para lograr la potabilidad del agua. Ahí se produjo una enorme discusión sobre la capacidad de la 
empresa para potabilizar y la credibilidad de las técnicas utilizadas para determinar la potabilidad del agua, lo 
cual es clave. En Maldonado tenemos que estar muy seguros de que el agua que tomamos es potable, porque 
de lo contrario tenemos que hervirla, como en un momento determinado lo dijo el Directorio de OSE y lo 
avaló Salud Pública, como sucedió durante ocho días. Pero la empresa ni siquiera tuvo la atención para con la 
población de Maldonado, de no cobrarle esos días en los que el agua no fue potable para el consumo humano: 
siguió cobrando como si lo fuera. 


En este punto, quisiera aclarar algo que involucra al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. En plena crisis de la potabilidad del agua, se formó una Comisión para efectuar un estudio 
comparativo de sensibilidad y de equivalencia de los métodos utilizados por los laboratorios de OSE, del 
Ministerio y de Uragua para determinar la potabilidad. Este estudio fue realizado entre el 12 de abril y el 13 
de mayo de 2002 y lo primero que salta es que la empresa Uragua utiliza un solo método para determinar la 
potabilidad del agua: la técnica de membrana filtrante. En cambio, los laboratorios de la Dirección Nacional 
de Medio Ambiente y de OSE, además de esa técnica, emplean un segundo método: el de sustrato definido o 
"colilert" que, según tengo entendido, tiene una sensibilidad mayor que el de la membrana filtrante para 
detectar la presencia de coliformes totales. Comparadas las muestras de los tres laboratorios, se advirtió que 
los coliformes fecales no estaban presentes en ninguna de ellas; en ese sentido, había coincidencia. Pero por 
la técnica analítica de membrana filtrante, se observó que las pruebas del laboratorio de Uragua sobre la 
presencia de coliformes totales, detectaron un porcentaje del 88%, mientras las de OSE y las de la DINAMA, 
arrojaron un 94.5%. Adviértase que las muestas fueron extraídas en el mismo punto y en el mismo momento 
por técnicos de cada uno de los diferentes organismos. 


El informe firmado por la licenciada Sandra Castro Scaroni, de la Sección Microbiología del laboratorio de la 
DINAMA, y por la ingeniera química Rosario Lucas, Jefa de Departamento de Normalización Técnica de esa 
Dirección, concluye que "en los recuentos de Uragua existe una subestimación de las colonias presentes en 
las muestras comparado con los recuentos obtenidos por los laboratorios de OSE y DINAMA". 


Otro elemento a considerar es que, en algunos casos, los niveles de cloro en las muestras, puede haber 
incidido en su variabilidad. 


Otra de las conclusiones es que la coincidencia que existía en la detección de los coliformes totales era seis 
veces mayor entre los laboratorios de la DINAMA y de OSE que la que pudiera existir entre OSE y Uragua o 
entre la DINAMA y Uragua. 


Este estudio concluye claramente que nosotros, como habitantes de Maldonado, estamos consumiendo agua 
supuestamente en condiciones de potabilidad, cuando las técnicas realizadas por esta empresa son 
insuficientes para la detección de coliformes totales por lo cual, según las normas de OSE, estaría excluida 
para el consumo humano. Esto me preocupa sobremanera en mi condición de legislador y de médico. 


Siguiendo con los incumplimientos de la empresa, el 6 de enero de 2002, en plena temporada turística, en 
Punta del Este se rompe o se tapa un colector y empieza a fluir el agua del saneamiento a las calles. 
Evidentemente, según ha reconocido OSE, esto sucedió por falta del mantenimiento debido antes de la 
temporada turística. Entonces, la empresa decidió resolver paliativamente la situación creando un "by pass" o 
un aliviadero por debajo de la pasarela y de la calle, que iba directamente a la rada del puerto de Maldonado, 
con el impacto negativo desde el punto de vista de la salud pública, porque hay playas cercanas, e incidiendo, 
por consiguiente, en el turismo y en el medio ambiente. El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente no puede desconocer esta situación; sabemos que no avaló la construcción de esa obra, ni 
tampoco la Dirección Nacional de Hidrografía. Sí fue avalada por Uragua con la Intendencia Municipal de 


Maldonado. Esto motivó que presentáramos una denuncia a nivel de la Justicia, por el impacto negativo a la 
salubridad pública, al medio ambiente y al turismo. 


Posteriormente, se pospuso casi al límite de los tres meses el pago del canon. Luego, como si esto fuera poco, 
plantea modificaciones al contrato que, evidentemente, favorecen la ecuación económica de la empresa. Yo 
no creo que se trate de modificaciones banales, como aquí se dijo, sino que son importantes desde el punto de 
vista económico. 


Entonces, teniendo en cuenta esta lista de incumplimientos, pregunto a las autoridades del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente si consideran que esta empresa merece la confianza 
para continuar prestando, por 30 años, el servicio de agua y de saneamiento a nuestro departamento de 
Maldonado. Téngase presente que el contrato es claro en el punto 6.2.1.2 cuando refiere a la finalización por 
rescate de la concesión y en el 6.2.1.3.1 a la rescisión por culpa del concesionario. Precisamente, dice que la 
rescisión del contrato de concesión podrá ser adoptada unilateralmente por la Administración, cuando el 
concesionario incurra, entre otras cosas, en incumplimiento grave de disposiciones legales, contractuales y 
reglamentarias aplicables al servicio; creo que esto abarca a esta lista de incumplimientos. También podrá 
rescindirse el contrato por atrasos reiterados e injustificados en el cumplimiento de las obligaciones 
contractuales que incluyen las metas y objetivos establecidos -entiéndase cumplimiento de las obras para las 
que fue otorgada la concesión-, por reiteradas violaciones graves al reglamento de servicios y por cualquier 
incumplimiento del concesionario que derive en una sentencia de condena firme en su contra, por delito de 
acción pública que redunde en perjuicio del servicio. Estamos hablando de agua potable y del vertimiento de 
agua de saneamiento a un puerto. Finalmente, el contrato también se podrá rescindir por el incumplimiento 
de las obligaciones establecidas para las empresas controladas, controlantes o sujetas a control común. 


Entonces, me pregunto si con esta lista de incumplimientos no está más que justificada la rescisión del 
contrato con esta empresa. De no ser así, ¿qué garantías tengo para confiar en esta empresa para que continúe 
por 20 ó 30 años más, a cuenta de nuevos pedidos de mejoría del contrato a favor de su ecuación económica? 
De manera que quisiera saber si las autoridades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente consideran que esta empresa merece la confianza para continuar con la concesión, y si no 
encuentran que la lista de irregularidades a la que se ha hecho referencia se aviene a los motivos de rescisión 
del contrato por incumplimiento, independientemente de la concepción ideológica que tenga cada uno. 


SEÑOR MELGAREJO.- Si bien no he participado en una reunión de la Comisión de Vivienda, Territorio y 
Medio Ambiente desde hace tiempo, no encuentro elementos nuevos. Desde hace muchísimo tiempo que 
venimos repitiendo lo mismo; parece como que quisiéramos ilustrar a los señores Ministro y Subsecretario 
sobre este tema que entiendo deben tener absolutamente claro; de cualquier manera, creo que ha habido 
elementos importantes. No iba a intervenir, pero como se hicieron manifestaciones como para dar mi opinión, 
voy a hacerlo. Si esto se hubiera dado en el marco de una conversación de la Comisión, pura y 
exclusivamente y sin versión taquigráfica, quizás no lo hubiera hecho, pero como va a haber versión 
taquigráfica y también documentos, me interesa mucho dar mi opinión sobre este tema. Me interesa dar 
opinión sobre los dobles discursos, porque se señalan dobles discursos acerca de los temas de las concesiones 
que se hacen. Puede ser que así sea, pero una cosa es controlar que se cumpla con lo establecido y otra es 
discutir sobre un tema de concesiones que están escritas de una forma y que, en definitiva, su cumplimiento 
es un tema totalmente diferente y va en contra de los intereses generales de la población, de los uruguayos, 
quienes a la larga están pagando los platos rotos en ese sentido. 


Creo que, de alguna forma, el tema se centró cuando se señaló concretamente que era un problema 
ideológico. Sí, es un problema ideológico; no nos podemos hacer la trampa del solitario y decir que no lo es. 
Es un problema ideológico; tan ideológico es que me alegro sinceramente de que colegas del interior del país 
vengan a disfrutar con su familia de las playas montevideanas. Me parece estupendo que vengan, pero no 
puedo admitir de ninguna manera que se venga a señalar la contaminación de las playas de Montevideo. No; 
de ninguna manera. Las mediciones se realizan todos los días y no solo por la Intendencia Municipal de 
Montevideo. Las playas están habilitadas, excepto cuando llueve mucho y hay que esperar un tiempo 
prudencial para volver a hacer uso de las mismas. Evidentemente, hay algunos departamentos cercanos que 
no tienen el mismo cuidado en cuanto a la calidad de las aguas. Se podrá alegar todo un largo proceso de 
cómo se ha hecho y demás, pero lo cierto es que las playas de Montevideo están aptas para baños, teniendo 
en cuenta esos pequeños períodos de tiempo después de que llueve. 


El señor Ministro sabe que le tocó bailar con una muy fea, que no arrancó desde el inicio con el manejo de 
este Ministerio y que se ha encontrado con todos estos problemas. Tal como lo ha manifestado la compañera 
Diputada Topolansky y el señor Diputado Máspoli Bianchi, también lo ha dicho en más de una oportunidad 
acá el Presidente del Directorio de OSE, don Justo Amaro, que tampoco está de acuerdo con la concesión, ni 
con ninguna privatización. Lo mismo que pienso yo y mi fuerza política es lo que ha dicho el señor Justo 
Amaro. 


Claro, este tema es uno de los que creo que necesita un trabajo mucho más profundo para, en definitiva, en 
este marco, en el que también pesa lo ideológico, tratar de buscar respuestas muy concretas a una situación 
que se viene alargando desde hace mucho tiempo, y el organismo que nos debe dar todas las garantías para 
saber concretamente que el agua es el que debemos beber -que a nivel de Latinoamérica y del mundo entero 
es reconocida como tal- se lo ha venido jopeando constantemente. Porque la propia empresa, en el momento 
en que tuvo que ver cómo renegociaba situaciones económicas favorables para la propia empresa, no negoció 
con OSE sino directamente con el Poder Ejecutivo, ignorando total y absolutamente al ente. Y esto es lo que 
tenemos que ver; creo que el Ministerio debe ver si la negociación de la empresa es directamente con el 
Poder Ejecutivo o, después que esté firmado esto, con OSE que es quien debe controlar y llevar adelante el 
tema. Para mí, el "kit" de la cosa está allí, porque de todas las denuncias que se han hecho aquí ninguna es 
absolutamente falsa, son cuestiones que ha constatado el propio Directorio de OSE oportunamente ante esta 
Comisión. El hecho es que todas estas denuncias han venido cayendo en saco roto. A lo largo de todo el 
tiempo no ha habido respuestas concretas -por lo menos satisfactorias- y, en este momento, a nosotros nos 
cabe ser la oposición y hacer ese trabajo de oposición a todo esto, no porque sí sino por entender que este 
negocio no marcha, que es un negocio que no le ha salido bien al Gobierno, como tantos otros. Entonces, de 
alguna manera tenemos que ver concretamente cómo defendemos los intereses de los uruguayos y no cómo 
negociamos para un mejor desarrollo del trabajo de una empresa que ha demostrado su total ineficiencia. Y 
no la ha demostrado únicamente por lo que han sido los atrasos en las obras sino porque, fundamentalmente, 
le está brindando no un servicio sino un producto a un sector de uruguayos que no es de la calidad del resto 
del producto que un ente nacional le brinda al resto de la población. Y esto es muy clarito; no hay forma de 
discutirlo, ni hay doble discurso, ni dos formas de interpretarlo; hay una sola forma de interpretarlo: hay que 
exigir que el producto que se venda sea un producto que OSÉ pueda certificar como de la calidad que la 
propia OSE le está vendiendo al resto de los uruguayos. Y si no sirve, el pliego también es totalmente claro: 
hay que rescindir y a otra cosa. Y, desde que se está tratando este tema, no hemos venido apuntando a la 
rescisión -más allá de que no estemos de acuerdo con el tema de cómo se hizo la concesión-, sino que 
exigimos calidad y que la empresa cumpla con lo que debe. También entendemos qué es lo que tiene que 
hacer el Gobierno, y cuando decimos Gobierno, entendemos qué es lo que tiene que hacer el Ministerio que 
encabeza el señor Ministro. 


Este es mi humilde punto de vista. Creo que, en definitiva, poca cosa hemos aportado a toda esta historia en 
el día de hoy, porque cosas nuevas no existen; son las cosas viejas que no han tenido soluciones y que de 
alguna manera estamos reclamando que las tengan. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MIERES.- La sensación que uno tiene es que estos temas siempre están cruzados por una polémica 
de carácter ideológico, a la que se ha aludido reiteradas veces en esta mañana y que yo calificaría de 
absolutamente trasnochada y anacrónica. En el mundo entero esta discusión entre privatización sí, 
privatización no, concesiones a privados sí o no, está superada, tiene veinte años de atraso, es una cosa que se 
discutió de manera bastante radical y equivocada en los años ochenta, pero estamos en el año 2003. Y esto 
sería simplemente una cuestión pintoresca para nuestro país si no fuera que tiene consecuencias concretas en 
la vida política y en las decisiones públicas porque, de alguna manera, atrás de estas dos concepciones tan 
polares se encuentran reclamos de un lado del no a las concesiones e, inclusive, a las privatizaciones o de 
llamar a concesiones o a otras figuras jurídicas privatizaciones cuando no lo son y, del otro lado, hay una 
especie como de tótem sagrado de que al concesionario siempre hay que tratar de cuidarlo con algodones y 
en cualquier caso, el Estado actúa de manera débil, concediendo cosas que a cualquier otro ciudadano común 
jamás se las conceden, o que a cualquier otra empresa que opera en el mercado y que no tiene relación con el 
Estado tampoco se las conceden. Y esa es la preocupación que en lo particular tengo; para mí es un tema 
aparte si correspondía o no la concesión. Además, hoy estamos viendo que actuaciones débiles, tolerantes, 
demoradas, lentas, del Estado en otras áreas de la regulación, han generado catástrofes. Basta con ver lo que 


han significado para el sistema financiero actitudes de tolerancia extrema hacia operadores en áreas que, en 
definitiva, tienen que ver con la cuestión pública. 


Cuando se observa que hay una modificación de contrato en favor del concesionario en función de 
circunstancias que nos afectan a todos -como se ha dicho acá-, nos preocupa que se tenga una particular 
tolerancia al respecto. 


Además, como también se ha dicho, estas autoridades del Ministerio no tienen nada que ver con lo que ya se 
ha hecho; en todo caso, tendrán que ver con lo que se haga -como dijo el señor Subsecretario- cuando llegue 
el informe del Tribunal de Cuentas y, en definitiva, tenga que resolverse. 


Me parece muy importante que en el Estado moderno, en donde la práctica de las concesiones llegó para 
quedarse -le guste o no a ciertos planteamientos ideológicos, ya que incluso en algunos lugares donde 
predominan dichos planteamientos también se opera mediante concesiones- se piense en cómo regular y 
controlar que la traslación de potestades a operadores privados no signifique un "viva la Pepa", ya que, en 
definitiva, esa preferencia -ahí viene el sesgo ideológico- termina significando que el privado tiene una 
especie de estatuto privilegiado y el Estado, que es fuerte en otras cosas, es muy débil cuando trata con los 
concesionarios. 


Esa es la preocupación que tengo con respecto a las modificaciones del contrato. Me preocupa hasta dónde el 
Estado uruguayo ha concedido de más y, en definitiva, está permitiendo ciertas cosas al actor privado, con el 
temor de que se enoje o vaya a saber qué. Si nosotros establecemos una lógica -esto es general, no tiene que 
ver solo con el caso Uragua- por la cual el Estado uruguayo está más preocupado porque el concesionario 
privado no se enoje, se moleste y, eventualmente, se vaya, entonces terminamos aceptando cualquier cosa. 


Me parece que en ese orden de preocupaciones es que se realizan las preguntas concretas sobre las 
modificaciones del contrato, y nos parece importante que el Ministerio conteste. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solo deseo solicitar a los miembros de la Comisión que nos permitan trasladar la 
palabra a quienes nos visitan debido a que todavía debemos considerar el segundo punto de la invitación, en 
virtud de que, según lo que manifieste el titular de la Cartera de Vivienda, la Comisión invitaría al señor 
Ministro de Economía y Finanzas -tal cual se había conversado-, para una reunión de trabajo. 


SEÑORA BARREIRO.- Solo quería hacer una aclaración, a raíz de la última intervención del señor Diputado 
Mieres, debido a las oposiciones que planteó. 


Ya que todos han planteado su posición, quiero decir que yo no comparto que el tema sea privatizar o no. 
Aquí estamos hablando del agua, lo que no es trasnochado porque para la ONU el año 2003, es el año 
internacional del agua potable. Al respecto, he bajado de Internet algunos repartidos de la Secretaría del 
Tercer Foro Mundial del Agua que dicen que hay treinta y un investigadores en consulta con más de cien 
profesionales de agua en el mundo que están creando el nuevo índice de pobreza del agua, relacionando el 
resultado que tiene la pobreza del agua, sobre lo cual no me voy a explayar debido a la hora. 


Además, en nuestro país se realizó una entrevista el 2 de febrero de 2003 a un integrante de la Comisión de 
Defensa del Agua, que está trabajando para defender ese recurso. El título del artículo de prensa dice que en 
claro apoyo a Batlle, en Kyoto -sabemos que en marzo hay un encuentro mundial sobre el agua- van a 
premiar a Uruguay por ser el país que más desregularizó los servicios de agua. Esto es sumamente 
preocupante porque creemos que tiene mucha importancia para la calidad de vida de la gente. No quiero 
profundizar en esto, pero podemos hablar de la importancia que tiene el agua desde el punto de vista 
estratégico para el futuro del país, no solo para la calidad de vida. Debemos tener en cuenta que las guerras 
del futuro van a ser por el agua, por lo que creo que el tema va mucho más allá de la calidad de vida, y tiene 
mucho que ver con la conveniencia. Por lo tanto, creo que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, tiene mucho que ver con el tema específico del agua. Además, pienso que no 
es una cuestión ideológica; es algo que va más allá. Yo separo muy bien el tema del agua del resto de los 
asuntos que tienen por objeto otras empresas. 


SEÑOR MIERES.- Deseo hacer una aclaración para la tranquilidad de la señora Diputada Barreiro. 


Cuando hablé de "trasnochado y anacrónico" me estaba refiriendo a la polémica que se plantea en cuanto a si 
son convenientes o no las privatizaciones, y no a la preocupación por el agua, su tratamiento en el mundo y la 
existencia cada vez más creciente de una conciencia acerca de su valor. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Quisiera contestar algunas consideraciones que se han efectuado, más allá de un punto de vista ideológico y 
partidario porque no me corresponde dar una opinión desde el punto de vista personal. 


De todos modos, cabe aclarar que en este momento, como representantes del Poder Ejecutivo y del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, no podemos discutir la oportunidad y 
conveniencia de la concesión. Como los señores Diputados han dicho, nosotros hemos recibido una herencia, 
y todas las herencias tienen su haber y su debe. Nosotros tenemos la obligación de solucionar los problemas 
que se van suscitando en los contratos que ya están firmados; se trata de una obligación práctica. Por 
supuesto, también debemos deslindar nuestras competencias. Y en este caso tenemos que ceder la derecha a 
OSE, que es quien tiene la competencia concreta para resolver determinados temas. Nosotros tenemos la 
convicción de que OSE siempre tuvo el pleno conocimiento de todo lo actuado y de que ha intervenido 
directamente, más allá de cualquier consideración personal que se haya hecho en ese sentido. 


Quiero aclarar que no se llegó a modificar el contrato por una cuestión meramente arbitraria del Poder 
Ejecutivo. El contrato se modificó porque el Estado tiene la convicción de que tiene la responsabilidad de 
solucionar esos problemas concretos que se van creando. La letra de los contratos no es una letra fría; los 
contratos tienen vida propia, y más si consideramos, como en este caso, que debe tener treinta años de vida. 
Las circunstancias se van modificando, y los gobernantes de turno tienen la obligación de brindar soluciones 
teniendo en cuenta esas circunstancias y, eventualmente, modificar los contratos. En ese sentido, OSE tiene 
total competencia en esa materia. 


Es probable que esta solución que se dio al contrato no sea la adecuada para el mantenimiento de la 
concesión. Pero nosotros no vamos a entrar -ni podemos hacerlo-, en esa discusión, ya que eso deberá 
resolverlo presupuestal y financieramente Uragua; el Gobierno pudo llegar hasta ese punto. Como decía 
anteriormente, para nosotros la responsabilidad es básica en este tema. Si contractualmente no damos una 
respuesta, si no intentamos dar una respuesta a determinadas situaciones que se suscitan por cuestiones 
totalmente ajenas al giro de la empresa, allí sí incurriremos en responsabilidades. Además, los efectos de un 
contrato se ven no solamente durante la concesión sino también después, aún en el caso de que por parte del 
Estado se resuelva rescindir el contrato o en el de que la empresa entienda que no se mantuvieron las 
circunstancias económicas y financieras para el normal equilibrio de la ecuación económica del contrato. 
Creo que allí los daños pueden ser mayores que una eventual rescisión. Entiendo que para Uragua pueda no 
ser razonable esa solución; es probable que no lo sea y que pueda llegar a un incumplimiento, pero que no 
sea por nuestra responsabilidad, por nuestra omisión. Es evidente que todas las circunstancias modificativas, 
a lo largo de treinta años, necesariamente van a tener que ser resueltas por el Gobierno de turno. 


Se ha dicho que desde el Poder Ejecutivo se ha dado un tratamiento preferencial a Uragua en la ecuación 
económica del contrato. En primer lugar, es importante aclarar que el Poder Ejecutivo en ese sentido ha 
actuado conteste a un mismo criterio. Entre los particulares, el Poder Ejecutivo no ha intervenido en la 
regulación de los contratos. Esa ha sido su voluntad. Sin embargo, en determinadas situaciones como la 
presente, en que el Estado es parte de ese contrato, es importante dar el ejemplo y enviar una señal propicia 
para determinadas soluciones. Es conocido que muchos contratos privados han sido modificados desde julio 
de 2002 en adelante por el cambio en las circunstancias porque se ha cambiado la ecuación económica de los 
contratos. Entonces, era obligación del Estado ser conteste con eso y propiciar con el ejemplo porque es parte 
y debe hacerlo. En ese sentido, la forma de resolver ese problema ha sido la misma que se ha propiciado para 
los deudores en dólares respecto a las obligaciones con el Estado: modificar el medio de pago con títulos de 
deuda pública. 


Respecto al planteamiento del señor Diputado Rossi, nosotros no tenemos conocimiento de que esa Comisión 
especial, que funcionó hace más de un año, continúe sesionando. Según creemos, esa Comisión está 
totalmente inoperante. No hay ningún representante del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente ni del Ministerio de Salud Pública actuando en ella. 


SEÑOR ROSSI.- Más de un año no puede hacer, porque los hechos que motivaron esta circunstancia apenas 
han cumplido un año. Por lo tanto, nos interesa saber si sesionó, qué fue lo que hizo, si llegó a alguna 


conclusión y si dejó de funcionar. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
En este momento no tenemos ningún tipo de información, por lo que no podemos instruir al señor Diputado 
al respecto. 


En otro orden de cosas, quiero expresar que en ningún momento dije que OSE pudiera retomar 
completamente la actual actividad de Uragua. Conozco la posición del señor Castagnino en ese sentido, ya 
que en su oportunidad manifestó que OSE estaría pronta para operar en el mantenimiento de las condiciones 
de servicio de agua, aunque no presupuestalmente, desde el punto de vista de la continuidad de las obras. 
Esto es lo que nos ha informado la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Yo estaría a lo que dijo en su 
momento el contador Dravieux. Lamentablemente, no tengo los números; cuando los tengamos con gusto se 
los haremos llegar. 


Asimismo, quiero expresar que hoy a la hora 16 presentaremos formalmente los nuevos integrantes de la 
URSEA al Directorio de OSE. Allí vamos a comenzar a trabajar, con el apoyo del Ministerio, en la transición 
de todos aquellos cometidos que tiene la URSEA y que están dispuestos en la ley votada el 13 de diciembre. 
Todos los cometidos a los que el señor Diputado hacía referencia, están incluidos. URSEA va a realizar el 
control operativo, financiero y de calidad del agua; esperamos que en los próximos meses esté funcionando 
normalmente. Desconocemos el tiempo que va a llevar la transición del pasaje de esas competencias. 


Por otra parte, puedo adelantar que ya existe un borrador del marco regulatorio del agua. Nosotros lo 
recibimos en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y lo pasamos en dos 
piezas por separado a la DINAMA y a la URSEA. Supongo que en la próxima semana tendremos el texto 
definitivo que se enviará al Poder Ejecutivo y que seguramente llegará al Legislativo en breve. Es decir que 
ya está en nuestro poder y está siendo objeto de pleno estudio. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Quisiera hacer algunas precisiones respecto a las intervenciones de los señores Diputados porque cuando 
hablé al comienzo sobre el marco de las principales consideraciones que me habían llevado a tomar una 
posición determinada en cuanto a Uragua, evidentemente quedaron algunos aspectos confusos o no 
suficientemente claros. 


En primer término, quiero decir que asumo absolutamente toda la responsabilidad sobre todo lo que haga en 
el Ministerio en los temas que son de su competencia. No tengan la más absoluta duda: soy el responsable de 
lo que allí se haga, tanto en el campo de la vivienda como en el del medio ambiente o en el del ordenamiento 
territorial. Tal vez pueda confundir un poco el modo de ejercer esa responsabilidad. Creo que en Uruguay 
todos estamos un poco acostumbrados a los Ministros que saben de todo y hablan sobre todos los temas, pero 
yo no sé todos los temas. Cuando asumí el Ministerio exigí tener absoluta libertad en el nombramiento de 
todos los Directores y de los responsables de cada una de las áreas. Me dieron esa libertad, por lo que elegí a 
quienes están al frente en las distintas Direcciones del Ministerio y me hago absolutamente responsable por 
lo que allí se haga. 


Por lo tanto, cuando concurro a una Comisión como esta, en los temas jurídicos le cedo la palabra a un 
miembro del equipo y lo que diga el Subdirector es como si lo dijera yo. Cuando venga aquí con el Director 
de Medio Ambiente, lo que diga es como si lo dijera yo, porque antes me puse en contacto con él; la única 
diferencia es que él lo va a decir mucho mejor, porque yo soy arquitecto. De modo que esta es una modalidad 
de ejercer esta responsabilidad política, pero el hecho de que no hable no quiere decir que no me haga 
responsable de todo lo que se diga desde el Ministerio como posición del Ministerio. 


El problema de esas responsabilidades tiene que ver con campos específicos. Hay un campo de control de las 
actividades que se dan en un área que es muy vasta, ya que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente cubre tres áreas muy distintas. Entiendo perfectamente lo que plantea el señor 
Diputado Rossi: él quiere saber la cadena de responsabilidades, dónde están las responsabilidades. No tengo 
demasiada experiencia en la función pública, pero me parece que ese es el problema que tiene el Estado 
uruguayo, es decir, que la asignación de responsabilidades es difusa, problema que también encontré en el 
Ministerio. 


La potestad de definir la potabilidad del agua es del Ministerio de Salud Pública y no del de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Sin embargo, respecto del agua en Uruguay hay competencias 
que pertenecen al Ministerio de Salud Pública, otras que pertenecen al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, otras al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y creo que también hay 
otras que las tiene el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Creo que es imprescindible unificar y 
generar esa cadena a que se refiere el señor Diputado Rossi y estamos dispuestos a hacerlo. 


En este sentido, el hecho de que empiece a operar la URSEA es un paso adelante. Creo que es necesaria una 
unidad reguladora porque nuestro Ministerio no puede hacer una auditoría de OSE. En cambio, la existencia 
de un instrumento como la URSEA que se encargue a partir de ahora de los números, cambia porque a partir 
de allí hay una responsabilidad. Creo que con respecto al agua la creación de la URSEA es un paso adelante 
en esta necesaria constitución de una cadena de responsabilidades. 


Con respecto a la política, pasa lo mismo. Estoy convencido de que muchos de los problemas que 
arrastramos sin solución desde hace muchos años se deben a la falta de políticas porque, estando asignada, 
esa responsabilidad no es asumida por quien corresponde. Creo que el Ministerio debe tener la 
responsabilidad de formular políticas a mediano y largo plazo en los casos de vivienda, ordenamiento 
territorial y medio ambiente. Nos proponemos estar acá, a más tardar en mayo, con una propuesta de políticas 
a mediano y largo plazo en estos tres campos y con un plan de acción que signifique trabajar en los próximos 
dos años en tal sentido. Creo que no podemos solucionar -ningún país del mundo lo ha hecho y no tengo 
ninguna razón para pensar que nosotros podamos hacerlo- nuestros problemas habitacionales, de 
ordenamiento territorial y de medio ambiente en una administración y mucho menos en dos años. 


Es decir, creo que debemos ponernos de acuerdo en el marco sobre el cual edificaremos porque, entonces, 
por primera vez estaremos haciendo algo útil, que es acumular resultados, que lo que se haga en esta 
administración sea la base de lo que se haga en la siguiente y así sucesivamente, pero siempre marchando en 
la misma dirección. Claro que esto es difícil; en el papel, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente fija las políticas al Banco Hipotecario, pero ¿cuándo lo hizo si el Banco hizo siempre lo 
que pensó que debía hacer, sin consultar a nadie? Creo que la política de agua debe hacerla el Ministerio, 
pero ¿cuándo OSE preguntó algo al Ministerio, es decir, la política en función de la que debía actuar el 
organismo? 


Esas cosas deben terminar a partir de un paciente trabajo a realizar sobre asignación de responsabilidades en 
la formulación de las políticas y en el control de la ejecución de esas políticas; eso es ineludible y tenemos 
que hacerlo. Sin embargo, lamentablemente, a dos meses y medio de haber asumido el Ministerio, no puedo 
responder al señor Diputado Rossi sobre la cadena de responsabilidades; no sé bien todavía cómo es porque, 
entre otras cosas, recién se está instalando la URSEA y queremos que eso encaje dentro de esta tarea 
ineludible que es el control. 


En lo que tiene que ver específicamente con Uragua, quiero dejar totalmente clara mi postura: no tengo una 
posición de corte ideológico en contra de las concesiones. Es decir, a mi entender la concesión es un 
instrumento; cuando no puedo hacer algo con mis propios recursos recurro a una concesión. El problema es 
cómo manejo y controlo esa concesión; me da la impresión de que ese es el problema fundamental. 


En cuanto al contrato que se hizo en esta concesión, como ya dijimos, lo recibimos, estaba arriba de la mesa, 
ya estaba hecho. Con relación al cambio de contrato, lo que dijo la señora Diputada Topolansky es 
absolutamente cierto; la crisis, la más seria que ha sufrido el país en toda su historia, trastocó todo. Creo que 
esto ha llevado a una postura del Poder Ejecutivo en cuanto a que los contratos no se cambian; creo que sí, 
pero que no se cambian al barrer. Yo estoy cambiando contratos en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente porque no tengo más remedio; si una empresa contrató en dólares, hoy no le 
podré pagar ni tampoco lo podré hacer en el futuro porque es imposible y tengo que llegar a un arreglo para 
cambiar el contrato porque de lo contrario nos quedamos trancados. 


En la Intendencia Municipal de Montevideo se cambian contratos; últimamente se dio un hecho de 
notoriedad donde eso se hizo y lo entiendo perfectamente. Las empresas agropecuarias una a una vienen 
planteando cambios de contrato. Y Uragua plantea un cambio de contrato. El problema no está en el cambio 
de contrato. Coincido en que hay un cambio de contrato que es ineludible en estas circunstancias. Si todos 
estamos cambiando los contratos porque las condiciones cambiaron absolutamente, cuidemos que ese cambio 
de contrato sea el más conveniente y cubra las necesidades correspondientes. 


Por último, al tema del agua le hemos dado mucha importancia. Entre las primeras cosas que hice en el 
Ministerio fue firmar un convenio muy importante con la Agencia de Cooperación de Japón por el cual 
vendrá un equipo de técnicos numeroso, extremadamente calificado, para hacer un estudio integral sobre 
calidad de agua en toda la zona metropolitana de Montevideo, que abarca en gran medida la cuenca del Santa 
Lucía y la del Río de la Plata, y los departamentos de Canelones, San José y parte de Florida. Le damos gran 
importancia a este convenio de cooperación que trae entre diez y doce técnicos especializados a trabajar en el 
Uruguay, en la Dirección Nacional de Medio Ambiente, durante aproximadamente un año. 


Actualmente, el tema de los acuíferos, de los reservorios de agua dulce confinada, despierta una apetencia 
internacional de información muy fuerte y creo que es absolutamente estratégico. Días pasados mantuve una 
primera reunión con el señor Ministro de Relaciones Exteriores y ahora hay una conferencia con respecto a la 
normativa interior sobre reservorios de agua dulce. Creo que es absolutamente imprescindible seguir esta 
temática con mucha atención. Comienza a haber teorías acerca de que el agua es un bien internacional a 
diferencia de lo que pasa con el petróleo, que pertenece al dueño del territorio. 


En esta dirección, estamos estudiando la posible formación de una especie de instituto del agua, en el que 
puedan intervenir la DINAMA, la Universidad de la República y distintos organismos del Estado que tienen 
que ver con esta temática, para que los estudios que ya se están planteando sobre reservas subterráneas de 
agua en el Uruguay, queden en nuestro país y se elaboren a través de canales públicos. Es preciso que dichos 
estudios sean de dominio público. 


Aquí se habló de la inquietud que tiene una empresa como DIROX S.A. sobre el reservorio de Raigón. En 
ese sentido, quiero dar absoluta tranquilidad ya que en lo que tiene que ver con esa empresa, hemos asumido 
con absoluta responsabilidad y seriedad ese primer lío que debimos enfrentar en el Ministerio. Entendemos 
que nuestra función es asegurar a la gente de San José y al país que el funcionamiento de DIROX S.A. no 
tendrá ninguna consecuencia negativa para el medio ambiente ni para el acuífero de Raigón. Por eso 
llevamos a la empresa a la suspensión de actividades, para obligar a que se instale un sistema completo de 
prevención de accidentes, a fin de asegurar que en este momento no hay contaminación, pero tampoco es 
posible que la haya en el futuro. 


El último problema que estamos resolviendo es el de la disposición final de los residuos de esta planta. Este 
es un problema nacional: en el país no existe un lugar para ello y eso lo vamos a solucionar para todas las 
empresas del Uruguay. Esta es la última situación que nos falta resolver para que la empresa pueda comenzar 
a funcionar en buenas condiciones de seguridad. De modo que cuando podamos disponer en forma segura de 
los residuos, daremos la autorización de funcionamiento, en la medida en que estemos seguros -y en que 
podamos trasmitir esa seguridad a todos, empezando por ustedes- de que no hay ningún riesgo en el 
funcionamiento de esta empresa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Las manifestaciones del señor Ministro me provocan la necesidad de efectuar 
algún comentario. 


Personalmente, desde hace muchos años vengo trabajando en la temática de la vivienda; con algunos 
compañeros nos encontramos cuando yo presidía la Comisión de Vivienda de la Junta Departamental de 
Montevideo, en momentos en que el Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente era 
el actual Secretario de la Presidencia. Asimismo, he trabajado en el tema de los asentamientos; también lo 
hice en el Banco Hipotecario del Uruguay y siempre he sido una defensora a ultranza de este Ministerio. Y 
cuando las aguas vienen de recortes, para mí es necesario preservar este recurso con tres ejes temáticos 
importantísimos. En los tiempos que corren, es preciso de que haya un convencimiento político de que es 
imperioso que este Ministerio permanezca en la estructura del Estado. 


Estoy absolutamente convencida de que tiene que existir una política de Estado en materia de vivienda. 
Adviértase que existe una idiosincrasia muy especial en la sociedad uruguaya sobre esta temática. Es cierto 
que no lo es todo, pero para el uruguayo la vivienda es muy importante y ni que hablar del tema del medio 
ambiente. 


Vamos a trasladar al señor Ministro los resultados de una mesa redonda que auspició esta Comisión. Los 
legisladores convocamos a los operadores que tienen que ver con el agua y asistimos a esta increíble 
manifestación de los propios actores: "Esta es la segunda vez que nos encontramos en este ejercicio; vamos a 


tener que encontrarnos más". Eso figura en la versión taquigráfica de esa reunión de trabajo, que auspició 
esta Comisión. 


Quien habla ha defendido en su propia estructura partidaria la existencia de este Ministerio; lo ha hecho 
políticamente y lo seguirá haciendo. Ahora bien; después de más de una década de existencia de un 
Ministerio, no se puede hablar de que faltan políticas -como lo ha hecho el señor Ministro-, de que el Banco 
Hipotecario del Uruguay hizo lo que quiso. No se puede preguntar cuándo consultó OSE al Ministerio. Yo no 
creo que no se haya hecho nada durante todo este tiempo, desde que asumió el doctor Lago y los sucesivos 
Ministros. ¿Que hay ajustes y revisiones para hacer? Por supuesto; entre otras cosas, porque hay otro 
Uruguay. El propio señor Ministro cuando vino a esta Comisión dijo: "Bueno, voy a ver dónde estoy 
posicionado, porque este es otro Uruguay y la realidad es otra". Es más: la mayoría de los legisladores aquí 
presentes votamos un plan nacional de vivienda y asumimos que tendría que ser retocado, porque tenemos 
otro Uruguay. 


Entonces, en verdad esperábamos que la comparecencia del señor Ministro en este ámbito en el día de hoy 
fuera para decirnos: "Estamos avanzando en este plano; dentro de dos meses voy a volver para ver qué puedo 
hacer". La bancada del Partido Nacional decidió seguir muy atentamente qué pasaba con el Ministerio y tanto 
el señor Diputado Bosch como quien habla, cuando en la interna partidaria se manejó la idea de convocar al 
señor Ministro a una interpelación, nos opusimos, porque nos pareció que debía tener un tiempo prudencial 
para trabajar. Pero en verdad nos preocupa que en manifestaciones públicas se haga una suerte de traslado de 
esta situación al Ministerio de Economía y Finanzas, al esgrimirse que no transfirió al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente lo que presupuestalmente necesitaba para su 
ejecución. Por eso en la invitación consta nuestra necesidad de conocer efectivamente qué es lo que el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente puede ejecutar y qué no y cuál es su 
relacionamiento con el Ministerio de Economía y Finanzas. El Parlamento votó un plan quinquenal de 
vivienda: hoy queremos saber qué va a pasar; creo que eso está dentro del legítimo rol de un legislador. 
Ahora, la verdad -con el mayor de los respetos-, nos parece muy preocupante que alguien que ocupa la 
Cartera que -reitero- relvindico y voy a seguir haciéndolo, nos diga que no se ha hecho nada. 


El señor Ministro habló -y consta en la versión taquigráfica; yo también lo anoté- textualmente de la no 
existencia de políticas, dijo: "de una vez por todas en este país se va a tener que avanzar en políticas....". 
Pero, señor Ministro, esa es la esencia y lo que específicamente se determina en la ley de creación del 
Ministerio -y voy a decir que algo tuve que ver en la redacción de esa ley- es la necesidad de las políticas de 
vivienda, y la verdad no estoy dispuesta a que conste en la versión taquigráfica que no se hizo nada durante 
todos estos años porque hubo convenios con las Intendencias, porque se trabajó en una descentralización y 
porque en el tema ambiental, con esa desprolijidad mayúscula y esa dispersión que existe en el Estado 
uruguayo, se ha tratado de avanzar; en el acierto o en el error, de alguna forma se ha ido posicionando el tema 
ambiental. En cuanto al tema ordenamiento territorial, esperamos que de una vez por todas pueda haber una 
ley de ordenamiento territorial, que usted también manifestó que estaba dispuesto a impulsar y que nosotros 
entendemos como prioritaria. 


Pero, señor Ministro, creo que hubo muchos intentos para que existiera una política de vivienda nacional. De 
hecho, la voluntad política de la creación de un Ministerio y la misma creación lo estaba manifestando. Que 
hay ajustes para hacer, sin lugar a dudas; que ese divorcio que existió entre el Banco Hipotecario del Uruguay 
y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente no puede existir más porque ya 
todos vimos la película, estamos totalmente de acuerdo, pero que hubo un camino recorrido, sin lugar a dudas 
que sí; que hubo voluntad de los sucesivos Ministros, desde el señor Lago hasta ahora, de que existieran 
políticas de vivienda, sin lugar a dudas, y que esa manifestación, además, se dio con los propios Intendentes 
Municipales trabajando coordinadamente en un plan descentralizador, también lo hubo. 


Entonces, porque me parece importante para trasladárselo al interior de mi bancada, quisiera saber qué está 
pasando actualmente con el Plan Nacional de Vivienda y qué relacionamiento está teniendo su Cartera con el 
Ministerio de Economía y Finanzas. Porque para nosotros -por lo menos para los Diputados del Partido 
Nacional- es importante saber en qué medida se va a poder avanzar. Por supuesto asumiendo -somos los 
primeros en reconocerlo- que estamos en un país diferente y estamos dispuestos a colaborar. 


Vamos a seguir reivindicando el Ministerio que tuvo como esencia la necesidad de que existieran políticas de 
vivienda, de medio ambiente y de ordenamiento territorial, pero también queremos, por parte de quien forma 


-si mal no interpreto; espero que no hayan cambiado las cosas- un equipo de Gobierno, saber cómo se mueve 
ese equipo de Gobierno, porque si el señor Ministro va a instrumentar un plan para lo que queda de gobierno 
y con base a futuro -cosa que comparto- y no hay un buen relacionamiento con quien va a dar la plata, la 
verdad le veo poca vida útil. 


Ese era el planteamiento que tanto el señor Diputado Bosch como quien habla, en nombre de la bancada del 
Partido Nacional queríamos trasladar al señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Agradezco profundamente la sinceridad con que habla la señora Presidenta y lo que ha hecho con el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en el tema de vivienda en el Uruguay, 
con el cual me he comprometido prácticamente toda mi vida. Pero también debo decir que la señora 
Presidenta ha hecho una serie de disquisiciones sobre mi postura en el tema de vivienda cuando lo que yo 
dije en la intervención anterior fue referido exclusivamente del tema de medio ambiente. Si hice alguna 
afirmación, fue absolutamente lateral, por lo tanto, si vamos a hablar de vivienda, hagámoslo. Pero entonces, 
pido que se opine sobre lo que diga cuando hable de vivienda. Del mismo modo que entiendo absolutamente 
el derecho de la señora Presidenta a que no se diga que no se ha hecho nada en el país en materia de políticas 
de vivienda, si dije eso pido expresamente rectificación de esta afirmación. También tengo el derecho a pedir 
que no se tergiverse lo que diga o que se me haga decir lo que no quiero decir. 


Por supuesto que ha habido esfuerzos importantes por hacer políticas de vivienda, y se han hecho esfuerzos 
por gente calificada y bien intencionada; no tengo la más mínima duda. Pero creo que no va en desmedro de 
nadie decir que la formulación de políticas en los campos que son responsabilidad del Ministerio, vivienda, 
ordenamiento territorial y medio ambiente, no ha habido en estos diez años una continuidad de políticas que 
permita acumular resultados en lo que son los problemas sustantivos en cada una de esas áreas. De esto sí me 
hago responsable. 


En el campo de la vivienda, en concreto, voy a poner un solo ejemplo. ¿Hay una política de vivienda para 
pasivos en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente? Hay recursos, pero 
cuando entré en el Ministerio, me encontré con que se hicieron varios miles de viviendas para pasivos en San 
Martín y Aparicio Saravia, en San Martín y Teniente Rinaldi. Se entregó a los pasivos núcleos básicos 
evolutivos que, por su propia denominación, dárselo a un viejo que va involucionando, creo que fue una 
política equivocada; aunque, tal vez, en ese momento, no había otra cosa para hacer porque estaban los 
recursos y no había modo de hacerlo. Se hizo eso, pero encuentro que a los pocos años -y es lo que estamos 
viviendo ahora- se cambió de núcleos básicos evolutivos en San Martín y Teniente Rinaldi, frente al barrio 
Borro -he leído personalmente los expedientes de los ancianos, de los jubilados que están alojados allí 
quejándose de que tienen que darse inyecciones todos los días y que deben caminar para tomar determinado, 
de que le apedrean la casa, de que se la ocupan, de que les roban las jubilación, etcétera; creo que no fue una 
medida feliz-, a hacer edificios de apartamentos de diez pisos. Eso es lo que se está haciendo actualmente. Se 
han hecho miles de estos apartamentos al costo de construcción de Punta del Este o de cualquier barrio 
pudiente de Montevideo. Creo que es otra política equivocada y trabajando como consultor en el Programa 
de Viviendas para Pasivos del Banco de Previsión Social, advertí al Presidente, a Gerencia General, a quien 
pude de que se estaba haciendo una cosa mal. El viejo no precisa una vivienda sino un ámbito donde pasar 
los últimos años de su vida, y eso implica atención, acompañamiento, toda una serie de cuidados que son 
indispensables. Si le doy una vivienda en un décimo piso, el viejo solo no puede ir, se lleva a su familia. Y yo 
pregunto: cuando ese anciano, cuando ese jubilado fallezca ¿quién saca a la familia de la vivienda que está 
ocupada? ¿Quién la saca? En este momento, el Banco de Previsión Social ha convertido al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en la mayor inmobiliaria del país. Nosotros tenemos 
que administrar -eso se aprobó en la Rendición de Cuentas- cuatro mil viviendas desde Bella Unión hasta el 
Chuy, pasando por todos lados, incluyendo Montevideo; y tenemos que hacerlo porque así se nos encargó. 


Entonces, ¿hay una política de vivienda para jubilados, sólida, establecida, discutida y aceptada por los 
actores que permita acumular resultados en sucesivas administraciones y hacer que nuestros viejos puedan 
vivir mejor? Yo creo que no; creo que lo que hubo fueron políticas circunstanciales. No discuto que de pronto 
lo que se podía hacer en ese momento para salir del apuro eran núcleos básicos evolutivos, porque era lo que 
se estaba haciendo. Entonces, lo que hacía el Ministerio era tomar cincuenta de las trescientas viviendas que 
se estaban haciendo en cada barrio y las pasaba al Banco de Previsión Social. Pero luego se fue al otro 


extremo. Un consultor francés que pasó por el país nos decía: "Uruguay es el único país del mundo que 
conozco que hace viviendas para ancianos en la altura". Es algo inédito. 


Considero que no ha habido un rigor importante en la definición de las políticas. Y cuando hablo de políticas 
de viviendas para viejos también estoy hablando de la política respecto a los asentamientos. Creo que el 
Ministerio ha desarrollado una política determinada y la OPP tiene un programa -el PIAI- que lleva a cabo 
otra. Es decir que en el país no hay una política uniforme, que sea adecuada para el tema de los 
asentamientos. 


Ya hablé de pasivos y de asentamientos, pero puedo referirme a muchos temas. Quiero, por favor, que se 
entienda que no estoy culpando a nadie, porque creo que el país está enfermo de tantas disputas. Lo que 
pretendo es que se dé crédito al actual Ministerio y que cuando venga con una propuesta que la bombardeen 
y que la discutan; tenemos la mejor voluntad de llegar a un acuerdo entre todos sobre lo que hay que hacer en 
materia de vivienda, de ordenamiento territorial y de medio ambiente. De modo que nuestra voluntad no es la 
de polemizar con nadie, y no lo vamos a hacer; vamos a traer propuestas y a realizar cosas. 


Con respecto a los recursos, quiero decir que no es cierto que no tengamos una relación fluida con el 
Ministerio de Economía y Finanzas; nos estamos reuniendo con dicha Cartera. Lo que quiero es que los 
señores Diputados entiendan nuestra situación al asumir en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. Nos encontramos con créditos y compromisos asumidos -incluyendo las obras 
en construcción y las comprometidas- por un total, que podemos estimar a grandes números, de 

U$S 120:000.000. De esa cifra hay montos exigibles en el corto plazo, que son los que me exigen las 
empresas que entregaron las obras y todavía no cobraron porque no tenemos dinero. Reitero, esos montos son 
exigibles a corto plazo, y entiendo que el tratamiento adecuado de los problemas de las empresas de 
construcción es uno de los deberes que tiene el Ministerio. Estamos cuidando fuentes de trabajo, capital 
social acumulado y capital económico acumulado, y debemos hacerlo. Pero los recursos que votó como 
créditos el Parlamento en la Ley de Presupuesto son $ 900:000.000 para este año y $ 900:000.000 para el año 
que viene. Esas son las inversiones de que disponemos, y en este momento el Ministerio tiene obligaciones 
de obras en construcción y obras comprometidas por un 40%, un 50% u otro tanto. Esto no obligó, 
obviamente, a tener una relación lo más fluida posible con el Ministerio de Economía y Finanzas. Le hemos 
planteado a esa Cartera la posibilidad de que las inversiones en vivienda -en la medida en que reestudiemos a 
fondo este tipo de inversión- puedan ser consideradas de interés social. De esta manera no se les aplicaría el 
recorte que fue dispuesto para todas las inversiones del Estado. 


Por otra parte, estamos parando obras porque no tenemos otra posibilidad, y estamos tratando de cumplir con 
todos los compromisos, además de achicar costos al máximo. Esto es lo que estamos llevando a cabo en este 
momento. 


Podría hablar de muchos temas y de cosas concretas que estamos haciendo en materia de vivienda. Si la 
señora Presidenta de la Comisión considera que tenemos tiempo para hacerlo, no tengo ningún 
inconveniente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera consultar a los miembros de la Comisión si están de acuerdo en invitar al 
señor Ministro para el próximo miércoles para que pueda referirse a este punto específico. Para los 
legisladores del Partido Nacional el tema de la vivienda es muy especial y, al respecto, quisiera trasladar 
alguna aclaración al señor Ministro. 


Quisiera informar que casi la totalidad de los integrantes de esta Comisión envió una minuta de 
comunicación al Poder Ejecutivo, manifestando que no estaba de acuerdo con los recortes en materia de 
vivienda. Deseo aclarar que dije "casi la totalidad de los integrantes", porque los señores Diputados del 
Partido de Gobierno no acompañaron la minuta de comunicación. 


Por otra parte, con respecto al tema de la construcción de viviendas para pasivos en altura, esta Comisión 
también tuvo que ver en el inicio de esta Legislatura, y fuimos los integrantes de esta Comisión quienes 
convocamos al Directorio del Banco de Previsión Social por estar en contra de la construcción de viviendas 
en altura. O sea que las mismas observaciones que ha realizado el señor Ministro, también las hemos 
manifestado los integrantes de esta Comisión, quienes hemos llegado a algunos acuerdos y hemos avanzado. 


A nosotros nos interesa, debido a que nos parece que ya ha habido un tiempo prudencial, saber concretamente 
qué va a hacer el Ministerio de ahora en más y con qué recursos se va a contar, teniendo en cuenta que hay 
reiterados enunciados del señor Ministro -los cuales nos parece muy bien- y que hay cosas para consultar y 
hacer. Todos esos datos son importantes para nosotros para seguir trabajando. 


Entonces, si los señores miembros de la Comisión están de acuerdo, estaríamos invitando al señor Ministro, 
al señor Subsecretario o quien él determine, para una próxima reunión de trabajo el miércoles que viene. 
Obviamente, el señor Ministro consultará su agenda y después nos dirá si puede concurrir o no. 


SEÑORA BARREIRO.- Solamente quiero saber si entendí bien algo que dijo el señor Ministro y que me 
parece muy sustancial. 


Quisiera saber qué quiere decir cuando expresa que a las viviendas consideradas de interés social no les cabe 
el recorte. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Reitero 
que soy arquitecto y no jurista. 


La Directora General del Ministerio es quien hizo el planteo, al señor Ministro Atchugarry en mi presencia. 
Hay una disposición en la Ley de Rendición de Cuentas -luego puedo hacerles llegar el número del artículo- 
que dice que las inversiones que sean de carácter social pueden no tener el recorte que se dispone para el 
conjunto de las inversiones del Estado. Estamos conversando sobre este tema con el Ministerio de Economía 
y Finanzas y aprecio mucho que la Comisión haya manifestado inquietudes en este sentido. 


SEÑOR CARMINATTI.- Me voy muy bien impresionado porque en lo manifestado hay una nota de 
optimismo que no vimos en otras circunstancias con la gente de esa Cartera. Veo que el señor Ministro de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente ha estudiado bien las cosas; tendremos que darle un 
tiempo -es lo razonable- para que se interiorice de la problemática de su Cartera, lo mismo que al señor 
Subsecretario y a sus asesores. 


Dentro de dos meses el señor Ministro va a venir a expresar su plan de acción dentro de un marco que 
aspiramos continúe en los próximos Gobiernos; el problema está en que cada vez que cambiamos de 
Ministro, cambia el marco. Hace tres años que soy integrante de esta Comisión de Vivienda, Territorio y 
Medio Ambiente -soy un novicio en comparación con la señora Presidenta, que hace tantos años que está en 
el tema- y he visto una cantidad de cosas muy mal hechas. No echo la culpa a nadie, pero evidentemente 
alguien la tiene porque deberían haberse considerado situaciones distintas. Yo considero que lo de los 
jubilados es una barbaridad, que los asentamientos irregulares son algo espantoso en cuanto al ordenamiento 
y que el núcleo básico evolutivo tiene lo elemental pero carece de futuro porque la mayoría de las viviendas 
se deterioran en un par de años. Allí ha habido un mal uso del dinero o una mala planificación. Creo que 
deberíamos abocarnos a la tarea para que todos tengan su propia vivienda, que es una de las grandes 
felicidades del individuo. 


De lo que he visto hasta ahora, lo mejor son las viviendas de MEVIR. En ese sentido, doy la derecha a la 
gente de MEVIR y felicito a Mieres Muró y a su gente por lo que han logrado. Lamentablemente, también se 
le han cortado los rubros. 


Por otra parte, considero -como consideramos todos- que estamos viviendo en un país distinto en el que no 
podemos pedir milagros. Pero cuando vivíamos en un país mejor, tampoco había milagros. Conozco 
empresas que han repetido los núcleos básicos evolutivos en dos o tres lugares con las mismas deficiencias. 
En Fray Bentos ha sucedido eso; no voy a dar el nombre de la empresa -seguramente lo saben-, pero cometió 
los mismos errores en tres núcleos básicos evolutivos distintos. Allí hubo una negligencia, un error o mala 
intención en el uso de los materiales porque ¿cómo le vamos a dar a una empresa que hace las cosas mal un 
segundo núcleo básico evolutivo para que lo vuelva a hacer mal? Hay que dejar de contratar a la empresa. 
¿Quién tiene la culpa de eso? No nos vamos a echar culpas ahora, porque esto es un problema social y no de 
partidos políticos. Creo que deberíamos meternos todos en este problema y, en ese sentido, sugiero dar un 
plazo al señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y a sus asesores para que 
concurran a esta Comisión cuando tengan una solución más definida y que sea posible continuar en los 
próximos Gobiernos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa consulta a los señores Diputados sobre la propuesta de invitar al señor 
Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente el miércoles que viene o dentro de dos 
meses cuando quizás tenga un informe más acabado. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Pienso 
que incluso podría ser antes de dos meses. Me gustaría chequear con ustedes un borrador lo antes posible 
para poder recoger impresiones. De esta manera, en el momento de hacer la presentación ya tendremos un 
acuerdo elaborado. Pienso que en el término de un mes y algunos días podría estar en condiciones de 
concurrir a esta Comisión para hacer un adelanto de los lineamientos, de las soluciones que estamos 
contemplando para recoger las impresiones de los señores Diputados. 


SEÑOR ROSSI.- Hemos pasado al tema de la vivienda y veo el interés que despierta en el señor Ministro de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Sin embargo, no quiero pasar de un tema a otro sin 
precisar que hay alguna información que fue mencionada y sobre la que nos gustaría recibir respuesta. 
Sabemos que no tienen los datos en el día de hoy, pero esperamos recibir las respuestas a la brevedad. 


Me refiero a qué pasó con las comisiones -tanto la creada por la resolución del Ministerio de Salud Pública 
como la creada por la resolución del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente-, 
cuáles son los fundamentos presupuestales en que se basó la opción de renegociación que se planteó, cuál es 
la situación de la Licitación N* 1008 que se está llevando adelante por el Estado uruguayo, cuál es el avance 
de obra de la empresa Uragua y cuál es el borrador del plan regulador de agua que se está manejando. 


SEÑOR MÁSPOLI BIANCHI.- Me hago eco de la preocupación de la señora Presidenta, pero el señor 
Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente allanó el camino. Creo que debemos dar 
un tiempo prudencial al señor Ministro en el cual podrá disponer de las informaciones. Cuando llegue el 
momento, lo recibiremos nuevamente. 


SEÑOR SEÑORALE.- En el mismo sentido que el señor Diputado Máspoli Bianchi, entiendo que lo más 
práctico es que cuando el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente esté en 


condiciones y tenga elementos como para poder discutir el tema de la vivienda, concurra a esta Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, aguardaremos con expectativa este mes y medio que el señor Ministro 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente nos solicita para elaborar su plan de acción. 


Agradecemos la presencia del señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de 
sus asesores. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


